Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos.) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir al señor Presidente de la 
Corte Electoral, doctor Ronald Herbert, a los señores Ministros y señoras Ministras y a sus asesores 
para continuar analizando el proyecto de ley que fuera presentado por quienes integramos esta 
Comisión, por el que se faculta a la Corte Electoral a disponer de extensión horaria para sus oficinas. 
En función de que hemos recibido un informe del Ministerio de Economía y Finanzas -que seguramente 
nuestros invitados ya conocen- y una opinión por escrito del gremio de funcionarios de la Corte 
Electoral -que luego será explicada por una delegación que nos visitará-, nos interesa sobremanera 
conocer la opinión de los Ministros. 


SEÑOR HERBERT.- Muchas gracias, señor Presidente. En realidad, quien va a informar en lo 
sustancial es el Presidente de nuestra Comisión de Presupuesto, doctor Wilfredo Penco, que ha 
seguido este tema desde la época en que se estaba considerando el Presupuesto. 


SEÑOR PENCO.- Señor Presidente: quiero empezar por recordar que, en ocasión del estudio del 
Presupuesto Nacional, la Corte Electoral remitió al Poder Ejecutivo un proyecto de ley, en una de cuyas 
disposiciones pedíamos una determinada cantidad de dinero que iba a ser volcada a un proceso muy 
fuertemente estimulado de renovación de credenciales y traslados. Menciono esto porque la intención 
inicial de la Corte Electoral fue que la informatización que se procesara en el organismo estuviera 
basada en la renovación del documento y, en consecuencia, en la renovación de la hoja electoral, para 
que tuviera un carácter digitalizado, al igual que las inscripciones cívicas que se vienen llevando 
adelante desde el año 2004. Esta cifra no fue contemplada en el proyecto sustitutivo del Poder 
Ejecutivo ni en la Ley de Presupuesto Nacional N* 18.719 que finalmente aprobó el Parlamento. Para 
manejar algunas cifras, podemos decir que la propuesta de la Corte Electora | en materia de inscripción 
cívica, para el año 2011 alcanzaba un monto de casi $ 57:000.000, mientras que lo aprobado 
definitivamente en esta materia fue de $ 30:000.000; es decir que se otorgó prácticamente el 50% de lo 
que se había solicitado. Por lo tanto, los planes originales de la Corte Electoral en cuanto a la 
renovación masiva, diseñada sobre la base de un plan perfectamente organizado, no prosperaron. 
Ahora bien, como necesitamos que la hoja electoral esté digitalizada, apelamos al procedimiento 
alternativo de escanear esas hojas electorales. Desde ya quiero decir que esto no es lo ideal y que 
nosotros hubiéramos querido tener esa hoja digitalizada, y también la credencial cívica 
correspondiente, de manera que la actualización fuera completa. Sin embargo, eso no fue posible con 
los recursos financieros que fueran dispuestos en el Presupuesto, y optamos por la otra solución, es 
decir, el escaneo de las hojas electorales. De esa manera podríamos acercarnos a completar la 
informatización de este importante registro. En este momento, sobre un total de 2:586.683 habilitados 
para votar -me refiero a inscripciones vigentes-, hay 803.776 inscripciones informatizadas que 
corresponden a nuevas inscripciones -de 2004 a la fecha- más las renovadas. Esto representaría el 
30% del total de inscripciones cívicas, restando por informatizar 1:782.907, es decir, el 70%. Como 
podrán comprender los señores Senadores, con el 50% de los recursos solicitados, a un año de 
iniciado el período de inscripción cívica, no es posible abordar un proceso masivo de informatización 
con la renovación de casi 1:800.000 inscripciones, más aun teniendo en cuenta que, como decía, en 
estos seis o siete años solo se pudo informatizar -incluyendo inscripciones nuevas- el 30% del total. 


Por lo tanto, la Corte Electoral encara el escaneo de la hoja electoral como procedimiento 
alternativo, dadas las circunstancias. Para ello elaboró un plan muy preciso en cuanto a la cantidad de 
horas estimadas que llevaría este escaneo, teniendo en cuenta la cantidad de escáneres de que 
disponemos. De esta manera se llegó a conocer la cantidad de horas extraordinarias que se 
necesitarían por día para proceder a este trabajo, así como la cantidad de días y de funcionarios que 
se requerirían para ello. Todo esto, que supone un plan de metas y objetivos, fue planteado en 
oportunidad de la elaboración y discusión parlamentaria de este tema, fundamentalmente en la Cámara 
de Representantes -a la que concurrimos-, pero también en la Cámara de Senadores, lo cual dio pie a 
que en este ámbito se votara determinada suma de dinero para proceder al escaneo. Es decir que 
contamos con la autorización legal y los rubros correspondientes para proceder a esta tarea, pero no 


tenemos -aunque también lo solicitamos en esa oportunidad- la autorización legal para realizar la labor 
en horario extraordinario, sin detrimento de otros beneficios que ya tienen los funcionarios. 


En definitiva, a partir del 1% de enero entra en vigencia la Ley de Presupuesto y la Corte 
Electoral cuenta con los rubros para realizar una tarea que es fundamental, que es el escaneo de las 
hojas electorales, pero no tiene la autorización legal para ello porque no fue votada por el Parlamento 
en ocasión del Presupuesto Nacional, a pesar de que había sido solicitada por el organismo. 
Entonces, el 27 de enero la Corte Electoral reformula al Parlamento este planteo, elaborando un 
anteproyecto de ley en el que se pide esta autorización. Ha transcurrido la mitad del año, pues ya 
estamos en el mes de junio, y no tenemos la autorización legal. Si bien contamos con una determinada 
suma de dinero, cada vez va a ser más difícil iniciar el procedimiento de escaneo de las hojas 
electorales. Reitero que necesitamos la autorización legal para aprovechar el rubro que ya tenemos. 


Ahora bien, tenemos pensado llevar a cabo esta tarea de la forma más equitativa posible para 
los funcionarios. Queremos que participe la mayor cantidad posible de funcionarios, pero no lo va a 
poder hacer el 100%. Estos cálculos están basados en la participación de 100 funcionarios, y la Corte 
Electoral tiene 900, muchos de ellos radicados en el interior del país. No sería posible traer 
funcionarios del interior del país para que participaran en este trabajo que se va a realizar en el 
Registro Electoral de la Oficina Nacional Electoral, ubicada en Montevideo. Entonces, nuestra idea es 
que los funcionarios roten en el desempeño de esta tarea para que de esa manera pueda participar la 
mayor cantidad posible. No obstante, lamentablemente esta es una tarea en la que no podrán trabajar 
todos los funcionarios de la Corte Electoral porque tenemos que cumplir con un objetivo preciso, la 
cantidad de escáneres es limitada y el local del Registro Electoral -donde se llevará a cabo esta tarea- 
no tiene espacio suficiente. Esta es la realidad. Nuestro deseo sería que estos rubros fueran 
distribuidos entre todos los funcionarios; si hubiera una fórmula para lograrlo, por supuesto, bienvenida 
sea. 


Señor Presidente, señores Senadores: este es el planteo que queríamos formular; esta es la 
historia de un anteproyecto, que la Comisión tuvo a bien convertir en proyecto de ley y proceder a 
estudiar. En fin, estas son las urgentes necesidades que tiene la Corte Electoral en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al comienzo señalé que tenemos un informe del Ministerio de Economía y 
Finanzas, del que surge que se debería ampliar el alcance del proyecto. En realidad, en vez de 
ampliarse, habría que incorporar a la redacción de su único artículo un inciso en el que se 
establecieran los plazos y objetivos. Esto es, precisamente, lo que recomienda el Ministerio a la 
Comisión. ¿El señor Ministro Penco considera que es necesario hacerlo? Y si así fuera, ¿cuál sería el 
mecanismo adecuado? 


SEÑOR PENCO.- Pienso que cuando el Ministerio de Economía y Finanzas elaboró el informe, se 
limitó a estudiar el anteproyecto de ley que enviamos el 27 de enero, pero se olvidó de considerar sus 
antecedentes. Tal como expresé en la historia que acabo de contar, ese anteproyecto no surge por 
generación espontánea ni forma parte de una improvisación de la Corte Electoral, sino que fue 
planteado en el presupuesto original. En esa oportunidad fijamos metas y objetivos claros -tal como lo 
pidió en aquella instancia el Ministerio de Economía y Finanzas-, por lo que estimamos que no sería 
necesario reiterarlos pues ya estaban en conocimiento del Parlamento; es más, acabo de hacer 
referencia a ellos. Pero no solamente tenemos por delante la confección de un registro electoral, sino 
que, además, tenemos el registro de inhabilitados -que es más pequeño-, que también será 
informatizado, y esos efectos se ha estimado la cantidad de horas, su costo total, la cantidad de 
funcionarios y la infraestructura. Es decir, el programa que nos pide el Ministerio Economía y Finanzas 
ya fue formulado y explicado al Parlamento en ocasión de la elaboración y discusión del Presupuesto 
Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que, en opinión de la Corte Electoral, esta parte ya está salvada. 


Me gustaría saber cuáles son las diferencias con el artículo que envió el gremio. 


SEÑOR PENCO.- El gremio de funcionarios aspira a limitar la autorización a este proceso de escaneo. 
Creemos que si cada vez que la Corte Electoral quiera realizar una extensión horaria debe pedir 
autorización legal al Parlamento, ello paralizaría las actividades que tenemos que llevar adelante. Este 
pedido fue realizado en el mes de enero. Ya estamos en junio, tenemos los rubros asignados, pero 
todavía no podemos hacer el trabajo porque no hemos recibido la autorización correspondiente. Cada 
vez que es necesario realizar una tarea extraordinaria se requieren rubros y si se dispone de ellos es 
porque el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo los autorizan; sin embargo, la Corte Electoral no puede 
funcionar porque depende de la autorización legal. En otras palabras: para todas las elecciones la 
Corte Electoral se debe presentar en el Parlamento a pedir esta misma autorización. En mi opinión, ha 
llegado el momento de no atar una autorización cuyo pedido se reitera en forma metódica y que el 
Parlamento otorga sistemáticamente. Tendríamos que basarnos en una autorización más genérica para 
que cada vez que el Poder Legislativo o el Poder Ejecutivo otorguen rubros, la Corte Electoral pueda 
realizar tareas extraordinarias. Reitero: no estamos de acuerdo en atar este proceso de escaneo a esta 
autorización, aunque haya sido solicitada en esta instancia y con ese motivo. 


En cuanto a la distribución de rubros entre todos los funcionarios y al principio de equidad a 
que aspiran los funcionarios, también me remito a lo que ya he explicado. Nosotros quisiéramos que 
estas partidas fueran repartidas entre todos los funcionarios, pero estamos ante una tarea limitada que 
se realiza solo en Montevideo. No parecería justo, por ejemplo, que todos los funcionarios recibieran 
una remuneración extraordinaria cuando esta tarea será realizada por una parte de la plantilla. En todo 
caso, podríamos buscar la forma para que los funcionarios roten y una buena parte de ellos se ocupen 
de este trabajo. Por supuesto, si la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, o quien sea, 
nos propone una fórmula que pueda sustituir la que estamos promoviendo, bienvenida sea, claro está, 
en la medida en que se adecue a las circunstancias y nos permita llegar a nuestro propósito. 


SEÑOR MICHELINI.- Para quienes no somos duchos en la materia, estamos ante tema un poquito 
complejo; por tanto, quisiera plantear algunas preguntas. 


En primer lugar, me gustaría saber si el escaneado es complementario a la informatización 
de la credencial cívica o se trata de caminos que después no se complementan. Cuando el ciudadano 
se dirige a la Corte Electoral, ya sea para renovar la credencia, porque quiere obtener una nueva o 
porque extravió la que tenía, ¿la hoja escaneada tiene valor o el trabajo que se hizo no sirve de nada y 
se empieza todo de nuevo? 


En segundo término, advierto que la autorización de los recursos ya ha sido obtenida, pero 
no la correspondiente al pago de horas extras. Me pregunto si ustedes podrían actuar teniendo en 
cuenta lo que dispone el artículo 267 de la Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal N* 18.172 -soy consciente de que hay gente que trabaja en el interior, pero esta tarea 
se realiza en Montevideo- o si, por el contrario, la Corte Electoral ni siquiera está autorizada para ello. 


En tercer lugar, según la información de que disponemos, cuando este beneficio se reduce a 
un número menor de personas -por más que exista un intento de parte de la Corte Electoral y que el 
funcionario trabaje-, las horas extras realizadas en el correr del mes implican una suma importante. 
Pregunto cuál es aproximadamente el promedio de dinero que recibirían los 100, 110 o 120 
beneficiarios y por cuánto tiempo. Si no me equivoco, estamos hablando de una partida anual y, si se 
logra ampliar el beneficio, estaríamos hablando -pido que se me corrija- de una partida permanente 
de alrededor de $ 15.000, $ 16.000 o $ 17.000. Resulta obvio que esto genere cierta inquietud en los 
propios trabajadores. 


En síntesis, formulamos todas estas preguntas con el fin de hacernos una composición de 
lugar. 


SEÑOR PENCO.- Efectivamente, cuando se procede a una renovación, no solo la hoja electoral sino 
también la credencial cívica, la ficha dactiloscópica y otras piezas de lo que se denomina el expediente 
inscripcional son sustituidas. Entre otras, fundamentalmente se sustituye la credencial y la hoja 
electoral, que contienen la fotografía actualizada de la persona. Reitero que eso es lo que la Corte 
Electoral pretendió hacer desde el principio, cuando remitió el proyecto original de presupuesto. Pero 
esto no significa que el trabajo de escaneo sea inútil, porque el proceso de renovación de más de 


1:800.000 inscripciones se va a dar en este período y en los siguientes si acompañamos la media de 
las solicitudes de renovación que se procesan en un período inscripcional y, además, porque no hay 
ninguna norma legal -es importante que los señores Senadores tengan en cuenta este aspecto- que 
obligue a las personas a renovar su credencial; incluso, la Ley de Elecciones establece la posibilidad 
de que se vote sin credencial cívica. Esa es la normativa vigente. Quizás se podría diseñar un 
programa de estímulo para la renovación de la credencial, que además resultaría muy conveniente. 
Los observadores internacionales que han venido a Uruguay aplaudieron nuestros procesos 
electorales, que son ejemplo en toda América Latina; sin embargo, se sorprenden cuando, por ejemplo, 
un elector de 80 años muestra una credencial con una fotografía de cuando tenía 18 años. Esa 
también es una realidad que por lo menos los sorprende. Por supuesto, quisiéramos que ese 
documento tuviera una foto más actualizada en relación a la edad del elector, porque sin duda es un 
elemento de reconocimiento, pero eso tampoco ha sido posible porque la Corte Electoral no ha 
contado con los recursos correspondientes. 


En realidad, quisiéramos sustituir ese procedimiento por uno alternativo que, aunque que no 
sea completo, por lo menos nos acerque a la informatización de esa hoja electoral. Aspiramos a que 
en las elecciones de 2014, en lugar de usar el cuaderno de hojas electorales impreso -que es el que se 
remite a cada Mesa y a cada circuito-, se pueda trabajar con una notebook; y que esa sea la forma de 
verificación que acompañe también el otro proyecto que tiene la Corte Electoral, que es el del 
escrutinio informatizado para que, entre otras cosas, los datos puedan conocerse de cuanto antes. 


Esos son planes que estamos analizando y, al mismo tiempo, estamos tratando de avanzar 
con algunas experiencias piloto, que pondremos en práctica en las elecciones universitarias que se 
llevarán a cabo en los próximos meses. 


De manera que esa es la respuesta a la primera pregunta. 


La segunda pregunta tiene relación con lo que dispone el artículo 267 de la Ley N* 18.172 
antes mencionada. Ese artículo fue aprobado en esa oportunidad, con esas características, y habla del 
principio de equidad. Reitero que la Corte Electoral está dispuesta a cumplirlo con el alcance que tiene 
una tarea como esta, que es limitada. Una cosa fue aprobar el artículo 267, que estaba pensado para 
un proceso electoral en el que participan todos los servicios y todas las oficinas electorales -las 
departamentales y la Oficina Nacional Electoral; para una elección hay que poner en actividad a todos 
los servicios de la Corte Electoral- y otra es pretender que rija para ese tipo de tarea, que está limitada 
y acotada. Por tanto, esa concepción es compartible pero no es aplicable en su totalidad. 


Para responder a la última pregunta le pediría a la señora contadora que nos recordara las 
cifras. 


SEÑORA BARBATO.- Al día de hoy el valor total por seis horas de lunes a viernes sería de $ 20.400. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que ahí está el tema, porque lo ideal es que las personas cumplan con el 
horario de trabajo que les corresponde, pero si una persona trabaja uno, dos o tres meses e incorpora 
a su salario $ 20.400 por una tarea que va a ser permanente, lo ideal sería que hubiera una intensa 
rotación. No estoy diciendo que roten todos los días porque no sería posible, pero sí sería lógico que 
una persona trabajara uno, dos o tres meses y luego viniera otra. De esa forma, en el año haría una 
especie de changa -disculpen que use ese término- durante tres o cuatro meses, que le permitiría 
incorporar a su sueldo ese dinero. Esa persona no estaría incrementando en tantas horas su trabajo en 
el año y, a su vez, en esos meses se llevaría una buena suma de dinero para su casa, con lo cual 
podría saldar alguna deuda que tuviera. Por otra parte, esto le sirve a la Corte Electoral. 


Ahora bien, nos preocupa la posibilidad de que algunos funcionarios incorporen estas sumas 
casi como un salario permanente, porque no creo que esa sea la intención de las autoridades de la 
Corte. 


SEÑOR PENCO.- En absoluto. Como he dicho en reiteradas oportunidades, la voluntad de la Corte es 
rotar lo más posible. Además, no estamos hablando de una tarea que sea permanente, sino que puede 


durar algunos meses. 


Por lo tanto, trataremos de rotar para que la mayor cantidad posible de funcionarios obtenga 
este beneficio que, en definitiva -y esto lo quiero decir-, es consecuencia de un trabajo extraordinario. 
Apuntamos a que todos los funcionarios -o la mayor cantidad posible- tengan la oportunidad de 
participar. 


Asimismo, quiero decir que el horario extraordinario no es obligatorio sino voluntario para los 
funcionarios. Quiere decir que procuraremos que todos los que quieran participar puedan hacerlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero consultar si es posible que las autoridades de la Corte, de su puño y letra 
-si estuvieran de acuerdo, por supuesto- agreguen una frase al artículo que nos remitieron para acotar 
el tema del que estamos hablando. Pienso que debemos tratar de solucionar la dificultad planteada. En 
esa frase se podría establecer, por ejemplo, que los beneficiarios no pueden cumplir esta tarea por más 
de equis tiempo en el año. Tal vez se podría encontrar algún mecanismo por el cual la Corte no solo 
quiera rotar a los funcionarios -como se ha manifestado-, sino que esté obligada a hacerlo. En 
definitiva, lo que planteo es que ninguna persona haga esta tarea por más de determinado tiempo al 
año aunque, por supuesto, al año siguiente podría cumplirla nuevamente. Esto daría garantías en 
cuanto a la rotación que la Corte quiere hacer y que sé que hará. 


También podría comunicar a sus funcionarios, en cada caso, cuál es el plazo legal, que no se 
cuenta con más tiempo ni otro mecanismo para destrabar esta situación y que se quiere llevar adelante 
el proceso rápidamente. 


SEÑOR HERBERT.- Pienso que no debemos perder la perspectiva de lo que es el objetivo o finalidad 
que se persigue con todo esto. 


La Corte Electoral ha dicho que en este momento tiene como principal objetivo digitalizar 
todos los datos y realizar las elecciones con un sistema muy especial, que ya estamos tratando con el 
Plan Ceibal y requiere la digitalización de toda la información del registro electoral para lograr hacer un 
cómputo rápido y claro, es decir, una votación perfecta. Creo que no habría ningún problema si la Corte 
se planteara llegar a su objetivo en 20 o 25 años, ya que dejaríamos todo como está y con las 
renovaciones, los planes, los traslados, etcétera, seguramente llegaría a cumplirse. El tema es si estas 
funciones y las finalidades que la Corte se ha propuesto cumplir pueden ser retrasadas, postergadas 
por este tipo de problemas que tienen que ver con la retribución de los funcionarios. Si el sindicato nos 
comunica que solucionará el problema de acuerdo con sus propias directivas, en las que nosotros no 
tendríamos ninguna participación, no habría ningún inconveniente. ¿Qué problema podría tener la 
Corte en ello si lo único que pretende, precisamente, es alcanzar ese objetivo? Eso, justamente, es lo 
que le decimos al sindicato, a los funcionarios: que ellos traigan un plan y nos comuniquen si ese 
dinero se va a repartir entre todos y de qué manera, aunque trabajen el 5%, el 20% o el porcentaje de 
funcionarios que sea. No tendríamos ningún problema en que ellos administraran estos aspectos. Por 
ejemplo, el plan de rotación va a ser como deseen los funcionarios. Si quieren que vaya un funcionario 
por día y que cambie diariamente, no hay ningún problema. Por supuesto que no siempre podremos 
traer gente del interior para Montevideo, porque habría que pagar viáticos y pasajes, y el presupuesto 
sería muy elevado. Ahora bien, no tenemos ningún inconveniente en aceptar la decisión que el gremio 
tome en asamblea, de trabajar de determinada forma y después repartir el dinero de otra manera, pero 
deben asegurar el trabajo. Menciono esto porque, aunque digan que van a trabajar tres y a disfrutar 
cien, puede suceder que esos tres no aparezcan y que esto quede por hacerse. ¿Cómo va a venir la 
Corte Electoral a decir: “Tenemos el problema de que no podemos hacer nuestra tarea mínima y 
elemental, que es tener informatizado el registro, porque los funcionarios no van a ser compensados en 
forma equilibrada”? Eso es imposible o, por lo menos, no es una expresión propia de la Corte. Esta no 
lo puede decir; sería una vergúenza. En todo caso, si los funcionarios quieren repartirse el dinero -tal 
como desean- y se comprometen a realizar el trabajo, podríamos realizar una tercerización interna o lo 
que quieran. Aquí no hay ningún interés de la corporación de decir que esto se va a repartir como yo 
digo. Estamos muy lejos de ello. Simplemente, queremos llegar a la informatización de todos los datos 
porque pensamos que las elecciones de 2014 tendrán que realizarse a través del Plan Ceibal, como 
habíamos acordado. En ese sentido, hay un artículo y ya hemos mantenido reuniones en las que se 


nos informó que eso es viable. Tendremos, pues, elecciones perfectamente computarizadas y 
digitalizadas, sin tanto papel que, a su vez, nos está comiendo los depósitos. 


SEÑOR MICHELINI.- Es natural que se mantenga un diálogo con el gremio. En ese sentido, quiero 
hacer una pregunta muy concreta: ¿puede existir alguna cláusula o elemento que, sin mellar el 
objetivo, permita y asegure al Parlamento una rotación importante? Consulto para saber si esto es 
posible o no. 


SEÑOR HERBERT.- Por supuesto que se puede agregar. El problema lo tiene el gremio, por cuanto si 
quiere redactar esa cláusula, estaremos encantados. Lo que no puede suceder es que se redacte una 
cláusula que contemple esa situación y después el plan no marche porque no hay ningún interesado en 
hacer horas extras. 


SEÑOR MICHELINI.- En realidad, esa no es mi pregunta. Quiero saber si la Corte Electoral tiene una 
cláusula que se pueda agregar al artículo. 


SEÑOR HERBERT.- Está bien la aclaración que hace el señor Senador Michelini. No tenemos esa 
cláusula, pero la podemos buscar. 


SEÑOR MICHELINI.- Consulto nuevamente: ¿es posible incorporar una cláusula que limite -la Corte 
Electoral dirá cuál es- a cada funcionario que realice esta tarea, estableciendo un tiempo máximo por 
año? ¿Es o no posible esta alternativa? 


SEÑOR HERBERT.- Por supuesto que esa alternativa y otras son posibles. Sin embargo, quienes 
plantean el tema, además de indicar cuál es el límite, deben asegurar que se trabajará. El tema es que, 
más allá de establecer todas las limitaciones que se nos pidan, como obviamente esas horas son 
voluntarias -por ser extras-, puede suceder que no haya disposición de parte de ningún funcionario de 
trabajar tantas horas extras por no estar de acuerdo con la remuneración que se propone. Por lo tanto, 
esta pregunta se la haría al propio sindicato, adelantando que estamos dispuestos a hacerlo. 


SEÑOR PENCO..- Creo que el planteo que realiza el señor Senador Michelini puede ser recogido con 
una cláusula genérica, pero que se remita a una reglamentación de la Corte Electoral porque, en 
realidad, eso es materia reglamentaria más que legislativa. Pienso que no hay ningún inconveniente 
en que, por ejemplo, se establezca que la Corte Electoral procurará la mayor dotación de funcionarios 
en el trabajo o que, de algún modo, se recoja el principio de equidad. Si establecemos una rotación 
para todos los funcionarios, ¿vamos a dejar en esa tarea a los funcionarios que demuestran pericia y a 
los que no la demuestran? Vamos a no engañarnos: no es una tarea que todos puedan llevar adelante. 
No podemos dejar que roten todos los funcionarios, porque si bien el escaneo no es una técnica que 
requiera una gran preparación, sí se precisa una cierta pericia y hay personas en las que se va a 
poner de manifiesto una carencia en ese sentido. La Corte debe tener el margen suficiente como para 
hacer rotar a los funcionarios de acuerdo con las necesidades propias de la tarea. 


SEÑOR SILVEIRA.- En cuanto a la propuesta del señor Senador Michelini, quería hacer una reflexión. 
Los funcionarios de la Corte viven de la changa electoral, porque el sueldo apenas les da para 
sobrevivir. Cuando este país necesita realizar un acto electoral, los funcionarios de la Corte son 
indispensables y se les paga muy bien, estableciéndoseles horarios extraordinarios que habilitan 
compensaciones y remuneraciones importantes. En esos momentos mejora la situación del personal 
de la Corte. Insisto en que viven de changas y cuando llega la changa electoral ellos se hacen fuertes; 
ahí sí cobra sentido el artículo 267. Por esta razón, cuando hay una elección general los funcionarios 
quieren que la torta se reparta de la manera más equitativa posible. A mi juicio, eso está bien porque es 
la única alegría que tienen en cada período; luego, vuelven los sueldos bajos. Reitero que al momento 
de repartir el dinero, el artículo 267 respalda el procedimiento y está perfecto. Pero quiero señalar que 
nosotros no vinimos a hablar del dinero de una elección, sino de la necesidad administrativa interna 
que tiene la Corte Electoral de digitalizar al menos las hojas electorales que van a sustituir los 
mamotretos que todos vemos en los circuitos. Eso dará una gran ventaja, porque al contar con un 
sistema digital, ninguno de los integrantes de la mesa, titulares o suplentes, tendrá que votar 
observado. Cuando el procedimiento se hace en papel, eso no es posible porque no se puede llevar la 


documentación que figura en un legajo a otro circuito. La digitalización nos va a permitir administrar con 
mayor eficiencia a la gente que vota y eliminar los votos observados, acercándonos más a un resultado 
total en un tiempo mucho más acotado. En fin, a nuestro juicio, son innumerables las ventajas que 
ofrece este sistema. 


Asimismo, en el futuro quizás podamos tener un lector de huellas digitales -como el que hay 
en la Dirección de Identificación Civil, que utiliza el sistema AFIS- y que se vote con la huella. De ese 
modo, un dedo representa un voto y se elimina, entre otras cosas, el voto doble. Además, las personas 
fallecidas no votan y quienes están fuera del país, tampoco. Esto lo precisamos, pero el gremio lo ve 
como una elección más y no lo podemos hacer con ese criterio, sino con eficiencia y administrando 
bien los recursos públicos. No lo podemos ir desparramando porque estaríamos jugando con la 
digitalización del registro electoral, imprescindible para poder avanzar en la introducción de una rapidez 
y certeza aún mayores en el proceso electoral uruguayo. En este asunto, la aspiración del gremio no 
puede ser contemplada, porque la equidad en esto colide con la eficiencia. Si traemos a los 
funcionarios de Artigas para hacer esto, nos gastamos la plata de la gente sin obtener el resultado o 
digitalizamos la mitad; entonces, no puede ser equitativa una tarea puntual y concreta en la que es 
imprescindible tener la mayor eficiencia y rapidez posible. 


SEÑORA REYES.- En el interior del país se está haciendo un plan inscripcional de mesas móviles. 
Esto está llevando a la digitalización, que era el objetivo general; Montevideo también lo está haciendo. 


Pero, además, el escaneo de las hojas electorales sirve por un tema de seguridad. 
Informatizando todas las hojas electorales, sin perjuicio de la digitalización del proceso, no solamente 
llegamos a la posibilidad de informatizar todo el proceso del escrutinio, sino que mejoramos la 
seguridad de nuestro documento interno. Actualmente tenemos el 70% en base papel. La digitalización 
nos permite tener una mayor seguridad del documento, para que se pueda manejar en cualquier 
momento de la elección. Evidentemente, el resguardo informatizado es mejor que el que se hace solo 
en soporte papel. Los señores Senadores que integran la Comisión de Hacienda podrán ver esto en 
nuestro proyecto de presupuesto. De manera que la digitalización es también muy importante por la 
seguridad que va a dar en cuanto al soporte. 


SEÑOR PENCO.- En la asignación de funciones para esta tarea, como para cualquier otra, la Corte 
Electoral, de acuerdo con lo que ordena la Constitución de la República, debe tomar en cuenta el 
contralor político-partidario. Este es un aspecto que no debemos olvidar. La Corte Electoral es el único 
órgano público donde los funcionarios tienen declarada su filiación partidaria, y todas las labores 
incluyen funcionarios de distinta filiación. Es decir que ese principio de equidad para la distribución de 
tareas entre los funcionarios tiene que complementarse o ser armónico con este otro que ordena la 
Constitución de la República. 


SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, quiero aclarar a nuestros invitados que estamos realizando estas 
convocatorias a audiencia porque, a pesar de que el proyecto de ley es muy simple y de un solo 
artículo, los funcionarios de la Corte Electoral solicitaron entrevistas con algunos de nosotros y trajeron 
una propuesta alternativa. A su vez, en estas instancias generalmente aprovechamos para plantear 
otras consultas; de manera que voy a formular algunas preguntas para después referirme 
específicamente a lo que los funcionarios quieren añadir al artículo propuesto por nuestros invitados. 


La primera cuestión está referida a lo que el doctor Penco planteaba, esto es, cómo puede ser 
que cada vez que la Corte Electoral tiene que hacer un gasto excepcional o imprevisto, debe enviar un 
proyecto de ley al Parlamento. A este respecto, simplemente quiero solidarizarme con la Corte, porque 
creo que el organismo debería tener una autonomía presupuestal y financiera que no la obligara a 
presentar un proyecto de ley en cada caso. Recuerdo -porque integraba la Comisión de Presupuesto 
cuando concurrió la Corte Electoral- que se había requerido de un presupuesto un tanto más robusto 
para que estas cosas no pasaran. Si bien conseguimos algo de dinero, no obtuvimos toda la 
informatización solicitada; esto se viene arrastrando desde la época del Presupuesto. 


Por nuestra parte, contamos con un calendario de instancias electorales que pueden ser 
previstas, lo que tal vez puede ser mejorado en la Corte. Pensemos en las elecciones universitarias; se 
trata de elecciones que siguen un calendario y cronograma regulares, y quizá hacia un futuro se pueda 


elaborar un presupuesto incorporando todas esas instancias, pero teniendo en cuenta que siempre 
habrá circunstancias excepcionales. Pensemos también, por ejemplo, en la propuesta del señor 
Presidente de la República de llevar adelante un referéndum consultivo. En un país tan votador y 
electoralista como este siempre puede suceder algo de esta naturaleza, y está bien que tengamos 
previsto un sistema para la excepcionalidad. 


Ahora bien; el problema radica en que siempre se presenta una situación excepcional por la 
cual la Corte Electoral debe acudir al régimen de horas extras. En este sentido, los funcionarios 
plantean que las horas extras deben ajustarse al artículo 267, a lo que ahora se suma, además, el 
tema del compromiso de gestión. Como esta situación ya la viví, quisiera saber cómo podemos reducir 
el conflicto que provoca cada una de estas operativas de excepcionalidad. 


Es obvio que, en las elecciones, los funcionarios de la Corte Electoral son quienes deben 
llevar adelante esta tarea pero, ¿todas las excepcionalidades de este tipo requieren o son únicamente 
subsanables por medio del recurso de las horas extras? A su vez, ¿no se prevé aumentar el número de 
funcionarios de la Corte Electoral, o quizás hacer un convenio, por ejemplo, con la Facultad de 
Ingeniería, ya no por el tema de la informatización, sino para buscar otra alternativa que no sea el 
aumento de la cantidad de horas extras de los funcionarios en actividad? 


Por otro lado, cuando era politóloga y me interesaba el resultado rápido, tenía entendido que 
lo que se escaneaba era el acta de escrutinio. Eso está previsto, ¿no es así? Repito la pregunta: ¿el 
escaneo de las actas está previsto en la informatización? Porque es lo que va a permitir una 
contabilización más rápida de los votos. 


SEÑORA REYES.- No está prevista. 
SEÑORA MOREIRA.- De acuerdo. 


Según entiendo, con estos recursos que se solicitan se va a hacer el escaneo de la hoja 
electoral con la que se identifica al votante; además, sé que se querría volver a registrar a todos los 
votantes para que existiera un documento único que no fuera ese papel horrible que tenemos, que es 
la credencial, sino una especie de “cedulita”, como hay en otros países. Entonces, ¿cuántos recursos 
extras exigiría llevar adelante todo eso? 


A su vez, ¿la informatización nos permitiría depurar el padrón electoral y dar de baja a los 
muertos? Porque las Intendencias tienen que mandar el certificado de defunción y esto, actualmente, 
no se está haciendo. 


Por otra parte, me gustaría saber qué opinión se tiene sobre la solicitud del sindicato de 
agregar a los dos párrafos que figuran en el artículo único presentado por ustedes, un tercero, que diría 
lo siguiente: “El Reglamento deberá ser acompañado del compromiso de gestión de la Corte Electoral 
con especificación de las metas a alcanzar en materia de informatización del Registro Electoral y de los 
recursos humanos y materiales necesarios para ello. Dicho compromiso de gestión será materia de 
negociación colectiva en el marco de la Ley N* 18.508 de 26 de junio de 2009” 


Entonces, concretamente, quisiera saber qué opinan de la inclusión de este párrafo único, que 
es lo que pide el sindicato. 


SEÑOR HERBERT.- Con respecto a la primera pregunta, debo decir que el acta de escrutinio no se 
escanea, sino que se imprime, se firma y, paralelamente, se manda por Internet al centro de conteo y a 
la página web, de manera tal que cada uno pueda llevar su propia contabilidad. 


SEÑORA DEMARCO.- Quisiera hacer una aclaración que me parece que puede ayudar. El acta de 
escrutinio no se escanea porque se confecciona electrónicamente desde el principio. 


SEÑOR HERBERT.- ¿Por qué es importante el escaneo del registro electoral? Esos mamotretos que 
se manejan ya están llegando al límite de su vida útil y ocupan una cantidad muy grande de espacio en 
los depósitos; además, se trata de material muy inflamable, porque son papeles que en algunos casos 
tienen 60 u 80 años. Estamos muy preocupados por eso, porque si pasara algo, eso no tendría 
solución. Entonces, ciertamente puede suceder que un porcentaje del escaneo sea superfluo - 
dependiendo de la velocidad con que el mecanismo se realice-, pero es una especie de seguro que se 
paga para la seguridad de los documentos. 


Con respecto a la depuración de los fallecidos, precisamente estamos haciendo un convenio 
con el Registro Civil para poder llevar a cabo esto automáticamente. Hay un pequeñísimo detalle sobre 
autenticidad de documentos que todavía no sabemos cómo solucionar, porque sería necesario que un 
funcionario del Registro estuviera permanentemente en la Corte. Es algo que se saca en forma directa, 
pero tiene que haber alguien que lo firme. Por tanto, en cualquier momento llegará al Parlamento un 
proyecto de ley estableciendo la no necesidad de que la autenticación sea realizada por un funcionario 
del Registro, sino que puede hacerla uno de la Corte, operando con la contraseña. 


En cuanto a la última pregunta, relativa a los funcionarios, como ya dije, todo es posible. El 
artículo que propone el sindicato es extremadamente complicado, ya que pide una reglamentación y, 
además, que sea objeto de una negociación colectiva. Los señores Senadores se imaginarán en qué 
puede terminar eso. A nuestro entender, hay una forma más sencilla de solucionarlo: que ellos se 
encarguen de asegurar la eficacia del sistema y que repartan el dinero como quieran. Ahora bien, 
cuando llegamos a ese punto nos dicen que no pueden responder por la actitud de cada funcionario en 
particular. Entonces, ¿cuál es el sucedáneo de esta contestación? Si ustedes no pueden hacerlo, 
podemos nosotros, porque, ¿quién más va a hacerlo? Si los funcionarios calcularan el nivel de 
eficiencia que tiene que haber -tantos escaneos por minuto, etcétera- y decidieran escanear entre 
todos, o por un equipo de cinco y repartirlo entre todos, no habría ningún problema. Sin embargo, no 
se puede repartir entre todos -ese va a ser el objeto de la negociación colectiva-, entre el interior y 
Montevideo, entre los que trabajan y los que no y, además, asegurar que haya alguno que se presente 
para trabajar gratis. No me parece que eso contradiga el sentido común. Lo razonable es que si se 
hacen responsables de la efectividad del sistema, sean ellos los que repartan el trabajo, porque en 
definitiva el dinero no es de la Corte sino del Estado. Ahora bien, si dicen que se debe repartir de forma 
perfecta, pero no aseguran la eficacia, ¿para qué sirve? Lo primero que van a señalar los funcionarios 
no es que haya más funcionarios -porque no es ese el reclamo-, sino que ellos son los que más 
quieren que desaparezcan las horas extras. ¿Cómo desaparecen las horas extras? Se hace un 
promedio de todo lo que se gasta en horas extras y se reparte por igual, de manera que todos ganan 
más y se liquida el problema definitivamente. Pero, ¿qué es lo que va a suceder luego? En las 
próximas elecciones se va a tener que incentivar a alguien para que trabaje más horas y no vamos a 
tener cómo hacerlo. Cabe aclarar que las horas extras son voluntarias y, si no se pagan, no se hacen. 
Nos quedaríamos sin personal para las elecciones, para realizar este trabajo y para todo lo que 
implique la utilización de horas extras, que para la Corte Electoral es un instrumento muy importante. 


Las dos tareas que hace la Corte Electoral son: por un lado, tener al día el registro, y por otro, 
realizar el trabajo en las votaciones. No hay un trabajo violento en el interregno entre las votaciones, 
pero la labor del registro va a demorar hasta las elecciones de 2014 y va a haber un trabajo importante 
hasta esa fecha que luego no va a continuar. Por eso, como decía el Ministro Silveira, es difícil 
administrar ese tipo de circunstancias. Es claro que ni aquí, ni en cualquier otra parte del mundo, se 
trabaja gratis, sin recibir una compensación. Por lo tanto, es muy lindo decir que el trabajo se reparta 
entre todos, pero no sabemos qué tipo de eficacia habría. Ahora bien, si se garantiza la eficacia, no 
tendríamos inconvenientes en ese sentido. 


SEÑOR PASQUET.- Empiezo por señalar algo que puede parecer obvio, pero todo lo que se ha 
venido diciendo me hace pensar que no lo es. Me refiero a que la Corte Electoral es un organismo de 
primera importancia en el andamiaje institucional de la República, que los cometidos que le atribuye la 
Constitución son también de primerísima importancia para el funcionamiento de la democracia 
uruguaya y nuestro deber es procurar el mejor cumplimiento de esos cometidos y aportar los 
instrumentos que sean necesarios a tal efecto. Es desde esa perspectiva que encaramos la inquietud 
que nos hizo llegar la Corte Electoral y nosotros transformamos en un proyecto de ley, con la firma de 
todos los integrantes de la Comisión. Lo que nos interesa es que la Corte Electoral cumpla de la mejor 
manera posible sus tareas, que actualice y renueve lo que sea necesario y que preserve de la 


destrucción esas viejas hojas electorales que tan importantes han sido en la vida cívica del país. Como 
dije, queremos que todo eso se haga de la manera más rápida y eficiente, cuidando en la medida de lo 
posible el erario público y atendiendo -como no podía ser de otra manera- el legítimo interés de los 
funcionarios de recibir la correspondiente contraprestación. Me parece que todo esto, que es de 
sentido común, es necesario decirlo. Creo que lo que tiene que preocuparnos es cómo esto, que es tan 
necesario, se hace de la mejor manera posible, y no invertir los términos de la cuestión y preocuparnos 
por cómo repartimos, de la manera más equitativa posible, una partida que está asignada para el 
cumplimiento de ciertos fines. Considero que si razonamos de esa manera, y ponemos por delante el 
interés de los funcionarios en recibir una determinada compensación -la podríamos llamar así, aunque 
sería tanto para los que trabajen como para los que no lo hacen-, no estaríamos tomando una postura 
inspirada por criterios ideológicos y políticos, sino que estaríamos desconociendo y violando el 
mandato del artículo 59 de la Constitución, que dice que el estatuto del funcionario -que habrá de 
aplicarse también a los funcionarios de la Corte Electoral- se redactará sobre la base de que el 
funcionario existe para la función y no la función para el funcionario. Sin embargo, me da la impresión 
de que algunos tramos de este debate de hoy van exactamente en el sentido contrario, poniendo la 
función al servicio del funcionario, analizando de qué manera se reparte mejor el dinero y viendo luego 
si es posible cumplir con la función. Considero que ese criterio es absolutamente inaceptable, entre 
otras razones, porque es inconstitucional. 


Recuerdo que hace poco tiempo todos los integrantes de la Asamblea General depositamos 
nuestra confianza en la actual integración de la Corte, que es plural y renovada; hasta que alguien diga 
lo contrario, esa confianza depositada se mantiene íntegra. Entonces, creo que los Ministros, que 
responden a distintas orientaciones, sabrán encontrar entre ellos los mejores criterios para cumplir de 
la mejor manera posible los altos cometidos asignados, pues tienen amplias facultades para hacerlo. 
Pero no tienen facultades para delegar su responsabilidad; es decir, sin importar cuán bueno sea el 
acuerdo al que puedan llegar con el sindicato de funcionarios de la Corte Electoral, la responsabilidad 
es de los Ministros. Si el día de mañana llegan a un acuerdo como consecuencia del cual el cometido 
no se cumple, la responsabilidad será de los señores Ministros y no de los funcionarios. 


En definitiva, los Ministros tienen facultades porque se las da la Constitución y la ley, poseen 
la confianza de la Asamblea General y cuentan con los recursos porque ya fueron votados en el 
Presupuesto; creo que entonces también deben tener la modesta autorización que solicitan para hacer 
el uso adecuado de sus recursos y cumplir con sus cometidos. Conociendo a los señores Ministros, al 
ordenamiento jurídico del país y al Uruguay en sí, no tengo dudas de que tratarán de cumplir con todo 
de la manera más equitativa y razonable posible. Es obvio que los Ministros no van a querer generarse 
un problema gratuito con los funcionarios, actuando con arbitrariedades y dando caprichosamente a 
unos sí y a otros no. Es decir, proveerán lo que corresponda para tener una distribución equitativa del 
trabajo y de las compensaciones, pero debe tenerse cuidado en no sacrificar el buen cumplimiento de 
la tarea en un afán equitativo que estaría fuera de lugar. Es decir, esta tarea no debe encomendarse 
tanto al competente como al incompetente; en realidad, no se trata de que todos se lleven lo mismo a 
fin de mes, sino de que el que trabaja y hace bien la tarea reciba la contraprestación debida, y el que 
no lo hace, no gane lo mismo. Aclaro que todo esto que menciono me parece de sentido común, pero 
me siento en la necesidad de decirlo. 


De acuerdo con estos criterios, yo votaré con absoluta convicción la iniciativa -transformada 
por nosotros en proyecto de ley- que remitió la Corte. 


SEÑOR DA ROSA.- Simplemente quiero expresar que coincido en todo los términos con lo expresado 
por el señor Senador Pasquet. 


Siendo la Corte Electoral un organismo tan importante en la vida institucional del país para el 
funcionamiento, nada más ni nada menos, que de la propia democracia -base fundamental de la 
organización de nuestro Estado-, creo que si el propósito es modernizar, informatizar y escanear -que 
es lo que se plantea concretamente aquí-, ese debe ser el elemento central. En ese sentido, considero 
que debemos habilitar dicha instancia, de acuerdo al proyecto remitido por la Corte Electoral. En todo 
caso, los Ministros de la Corte Electoral aquí presentes recogerán las inquietudes, problemas y dudas 
que puedan plantear legítimamente algunos señores Senadores en cuanto a cómo se pagará la 
remuneración correspondiente, a efectos de tenerlo en cuenta a la hora de hacer la reglamentación y 
llevar a cabo las negociaciones con los funcionarios. Pero también es obvio que son los Ministros de la 


Corte los que tienen la responsabilidad de medir cuál es el grado de eficiencia y de cumplimiento de los 
objetivos que se han fijado para ese fin mayor que es la modernización de los sistemas de 
funcionamiento del registro dentro de la Corte Electoral. 


No dudo de que las tratativas de los Ministros de la Corte Electoral con los funcionarios estén 
inspiradas en el propósito de lograr el mayor grado de cumplimiento y satisfacción posible de las 
obligaciones, sobre la base de que el objetivo central y esencial es brindar al país un mejor servicio. 
Desde ese punto de vista acompaño la iniciativa de la Corte Electoral. Sería pertinente -y está de más 
reiterarlo- que los señores Ministros tuvieran a bien registrar las dudas o las incertidumbres que se 
presenten, o los planteos que se hayan hecho por parte de los funcionarios, a los efectos del mejor 
relacionamiento interno. Pero este es un tema de los Ministros de la Corte y de su interna. 


SEÑOR MOREIRA.- Me voy a pronunciar en el mismo sentido que lo hicieron los señores Senadores 
Da Rosa y Pasquet. 


La Corte Electoral tiene actualmente una integración plural en la que están representadas 
todas las colectividades políticas. Sus miembros anteriores, que estuvieron en el cargo más de una 
década, también nos merecieron la más absoluta confianza. Toda vez que se llegó a cuestionar su 
objetividad y la justicia de sus pareceres, la realidad lo desmintió. En este caso, tenemos la tranquilidad 
de que se renovó su integración y recoge las preferencias del electorado. Estas son las facultades del 
administrador. Los dineros son públicos, y quienes tienen la superintendencia administrativa y funcional 
deben administrarlos correcta y eficientemente; para eso ocupan esos lugares. Entonces, de ninguna 
manera pueden primar los intereses corporativos de los funcionarios sobre los de la población. Es una 
organización que necesita modernizarse y adecuarse a los tiempos, que debe tener como principio 
rector la eficiencia, el buen servicio y la buena administración. Estos principios restablecen la equidad. 
Quienes administramos los dineros públicos sabemos que hay que hacerlo bien. Muchas veces no 
contamos con una dotación de funcionarios que tengan la misma vocación y capacidad de trabajo. 
Como dijo el señor Ministro Penco, para este tipo de funciones en las que se necesita cierta pericia - 
somos conscientes del envejecimiento en los elencos funcionales, de la mayor o menor vocación de 
trabajo de algunos funcionarios, de mayores necesidades o cualquier otra razón de tipo personal-, la 
Corte Electoral debe asegurar la eficiencia. Los Ministros deben regularlo por la vía reglamentaria 
porque es una de sus potestades, pero además, es su obligación. 


SEÑOR MICHELINI.- Si vamos a hablar de si hay o no apoyo a la Corte Electoral, estamos yendo por 
mal camino. Este organismo del Estado tiene deberes constitucionales -al igual que los Senadores y 
las Senadoras presentes- y uno de ellos es cuidar los dineros públicos. Vamos a preguntar todo lo que 
sea necesario. 


La Corte nos mandó un proyecto que presentamos con nuestras firmas; después nos mandó 
otro que fue de muchísima ayuda, y ahora le pedimos que nos ayude con alguna otra inclusión en el 
artículo que nos mandaron, para darnos las garantías que necesitamos para que el proyecto de ley 
salga lo más rápido posible. Si vamos a estar midiendo el apoyo a la Corte Electoral, lo más seguro es 
que no salga nada, y eso no es lo que queremos; lo que queremos es que la Corte informatice, haga 
este trabajo electrónico, y que el proyecto de ley habilite la realización de horas extras. Ahora, si se nos 
va a descalificar, no vamos a ir por buen camino. Todo el diálogo que tengan con los funcionarios, 
también lo tendremos nosotros. Ahora estamos hablando de la Corte Electoral. Queremos ver si es 
posible incluir en el segundo proyecto que nos enviaron alguna forma de registro y de rotación, claro 
está, teniendo en cuenta todas las salvedades, como por ejemplo, que el funcionario que no es idóneo 
no esté contemplado, que no haya que pagar un viático a una persona que venga de Artigas a 
Montevideo, etcétera. Obviamente, todo se hará usando el sentido común, pero los que tenemos 
algunas dudas sobre el proyecto de ley estamos intentando obtener garantías; me parece que es 
legítimo hacer este planteo. No me refiero al diálogo que ustedes tendrán con los trabajadores; lo que 
pido es que los que votemos el proyecto de ley tengamos las garantías del caso. Si el tema pasa por 
decir que se vota o no por una cuestión de confianza en la Corte Electoral, me parece que vamos por 
mal camino, pues no se trata de un tema de sentimientos. Queremos que nos ayuden con la redacción 
porque, de lo contrario, nosotros vamos a elaborar las normas, pero seguramente no llegaremos a los 
mejores textos. 


Nada más, señor Presidente; solamente quería dejar esa constancia. 


SEÑOR HERBERT.- Señor Presidente: quiero poner de manifiesto -no estaría obrando bien si no lo 
dijera- que esta Comisión tiene todo el derecho del mundo a preguntar lo que desee y que la Corte 
Electoral tiene toda la obligación del mundo a ser absolutamente cristalina en todo. Eso no quita que no 
exista el respeto debido hacia el sistema republicano y la independencia de Poderes. Me parece que 
tampoco se podría decir: “Quiero saber todo porque a lo mejor algo nos suscita dudas”. En principio, 
debería actuarse sobre una presunción de buena fe, lealtad y buena administración. 


El electoral es un sistema jurisdiccional que tiene poderes importantes y que, en realidad, 
forma parte del sistema republicano. Sé que a lo mejor esto es solo cuestión de palabras, pero no me 
ofende que nos pregunten nada; en absoluto, pero tampoco me gusta que se diga que si nos empiezan 
a objetar, vamos por mal camino. Nadie objetó nada acá. 


Ahora bien, en primer término y a efectos de dar tranquilidad a todos los que están en esta 
mesa, quiero señalar que la Corte Electoral fue el primer órgano o institución del Estado que llegó a un 
acuerdo con los funcionarios respecto a los salarios apenas se abrió la instancia del Presupuesto. 


En segundo lugar, quiero expresar que antes de concurrir a este ámbito firmamos la 
constitución de la mesa de negociación con la intervención de los representantes del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Además, ya celebramos un convenio sobre cuatro o cinco puntos 
importantes, y nos llevamos estupendamente bien para lo que nos podríamos llevar. Si nos preguntan, 
reitero, decimos que nos llevamos muy bien, pero de ahí a que esto necesariamente -este es el 
inconveniente que presenta la propuesta de los funcionarios- tenga que ser objeto de negociación 
colectiva institucional, me parece que ya es desconocer el principio de autoridad que debe tener un 
Poder independiente del Estado. Seguramente lo vamos a negociar, como lo hemos hecho hasta 
ahora; acabamos de firmar un convenio y fuimos los primeros en hacerlo. Nosotros no tenemos nada 
especial; inclusive, aquí se encuentran presentes integrantes de la Comisión Laboral, que han discutido 
y han hablado sobre los temas, y una vez que se termina una negociación, se firma. Pero no sé cómo 
solucionar o qué proponer para ese segundo inciso; no veo cómo todo lo que sea proponer algo 
respecto de este tema -que es tan importante y sustancial para nuestra actividad-, como es la 
digitalización y el escaneo, puede constituirse en un punto de negociación colectiva necesaria. O sea, 
decidimos hacerlo, pero necesariamente tenemos que ir a la mesa negociadora e incluirlo como punto 
de negociación. Creo que eso excede el ámbito de lo que es una mesa negociadora. Si ustedes leen 
bien la propuesta, van a ver qué es lo sustantivo. La primera parte es un poco engorrosa de leer, pero 
la última es clarísima. A este respecto, me gustaría leer la primera parte de la propuesta del sindicato, 
que dice así: La Corte Electoral reglamentará la forma de funcionamiento y las condiciones bajo las 
cuales los funcionarios se acogerán a la extensión horaria prevista en este artículo, basándose en la 
distribución equitativa de las tareas y en el pago exclusivo de las mismas por extensión horaria 
efectivamente realizada por cada funcionario. 


Precisamente, este es uno de los temas que se quieren llevar al ámbito de la negociación. 
Pido perdón, pero no podía dejar de decir esto. 


SEÑOR GAMOU.- Se hizo referencia a la gente de Artigas y esa es una injusticia que 
lamentablemente existirá siempre en el Uruguay. También mil veces he dicho que no es justo que los 
Representantes Nacionales y los Senadores oriundos de los departamentos del interior cobren lo 
mismo que los de Montevideo, pero creo que eso no lo vamos a solucionar en esta Comisión. 


Creo que más allá de determinadas rispideces o disonancias que podamos tener en esta 
Comisión, todos apuntamos a lo mismo y apoyamos a la Corte Electoral que, a nivel mundial, es un lujo 
cómo está constituida, sobre todo ahora, porque antes no era así. 


Básicamente, se habla de sentido común, pero también creo que el énfasis que ponen el 
señor Senador Michelini y la señora Senadora Moreira es justamente para procurar que esto se pueda 
hacer en las mejores condiciones. No es menor la cifra que maneja el señor Senador Michelini, porque 


dar a unos sí y a otros no la posibilidad de que cobren $ 20.000 más por mes durante un largo período 
puede generar un ambiente distorsionado entre los propios funcionarios de la Corte Electoral. 


Con lo que voy a decir -porque no quiero agregar más problemas- no deseo que se interprete 
que estoy pidiendo que se incluyan en una ley este tipo de aspectos, porque sería absurdo incorporar 
elementos que son propios de la reglamentación en una ley ya que, entonces, cada vez que legislemos 
vamos a tener que elaborar proyectos de ley de ochenta mil páginas. Recién se decía que no se sabe 
si todos los funcionarios van a querer hacer esto. Quizá lo primero que se deba hacer sea crear un 
registro de quienes efectivamente quieren desarrollar esta tarea y darles la posibilidad de que se 
capaciten. Y cuando hablo de capacitación, no digo que vayan simplemente a un cursito, sino que me 
refiero a una capacitación que luego, efectivamente, se apruebe. Después se podría hacer un sorteo; lo 
digo como forma de salir de estos temas. Por favor, no quiero que se interprete que desde el Frente 
Amplio estamos queriendo poner un palo en la rueda y, muchísimo menos, que no respetamos la 
enorme tarea que lleva adelante la Corte Electoral. 


SEÑOR PENCO.- Reitero que una cosa es plantear idealmente un objetivo, que todos podemos 
compartir, y otra llevarlo a la realidad. Por ejemplo, ¿vamos a distraer funcionarios que han sido 
asignados a la tarea de inscripción cívica, que es fundamental y que la ley obliga a realizar en forma 
permanente, para asignarlos al escaneo de las hojas electorales? Hay un problema de organización; la 
Corte Electoral debe cumplir distintas funciones procurando, sobre todo en estas tareas que son de 
carácter extraordinario, que no se afecte el conjunto de los servicios. 


Entonces, quiero que haya conciencia de esta realidad y de otra a la que también hice 
referencia. Vamos a tener en cuenta, primero, a quienes tengan mayor pericia e idoneidad, procurando 
que sea la mayor cantidad de gente posible, y respetando también el contralor de los partidos políticos. 
Creo que esto es fundamental. 


SEÑOR MICHELINI.- Consulto si no se podrían incorporar esos aspectos particulares al segundo 
inciso del artículo que nos han remitido, que es casi un calco del artículo 267. 


SEÑOR PENCO.- No tendría ningún inconveniente en que la Corte Electoral se reuniera y esbozara 
alguna propuesta en ese sentido, pero reitero que me parece que tendría que ser algo de carácter 
general y que deje un margen al propio organismo para la reglamentación respectiva. 


SEÑOR PASQUET.- Me permito recordar lo siguiente: de acuerdo con la Constitución de la República 
y la enseñanza que al respecto impartió hace ya tiempo el doctor Justino Jiménez de Aréchaga, la 
Corte Electoral es un Poder del Estado. El doctor Jiménez de Aréchaga plantea la definición de lo que 
debe entenderse por “Poder del Estado” o, en rigor, “Poder de Gobierno”. Caracteriza la noción desde 
el punto de vista jurídico y dice que la Corte Electoral se ajusta a ese concepto y que, por lo tanto, 
debe considerarse como un cuarto Poder en nuestro ordenamiento constitucional. 


Entonces, mal podemos nosotros decir a la Corte Electoral cómo debe administrar los 
servicios que le han sido confiados. La ley puede establecer lineamientos generales, pero no podemos 
imponer a la Corte un determinado procedimiento para la asignación de funcionarios al cumplimiento 
de una tarea porque eso, a mi juicio, sería injerir indebidamente en lo que es la autonomía de la Corte 
Electoral como sistema orgánico independiente. No se me ocurre que podamos tener delante al Rector 
de la Universidad de la República y le digamos cómo debe asignar sus cátedras y sus obras, o cómo 
debe disponer sus reglamentos, porque nos invocaría inmediatamente la autonomía de ese organismo. 
La Corte Electoral no es menos sino más autónoma que la Universidad. 


En consecuencia, me parece que podemos no destinarle rubros, si creemos que no 
corresponde, así como negarle la autorización que nos solicita, pero lo que no podemos hacer es 
asignarle el cumplimiento de determinada tarea y luego decirle -prácticamente con nombre y apellido- 
qué debe hacer cada funcionario, qué horario debe cumplir o cómo tiene que repartir el trabajo con los 
de Artigas o los de Montevideo. 


SEÑOR LORIER.- Para nosotros este es un tema importantísimo y delicado, más aún a partir de haber 
escuchado a los integrantes de la Corte Electoral. No hay que olvidar que estamos en presencia de un 
organismo renovado y que cuenta con la confianza del conjunto de los partidos políticos del Uruguay, lo 
que no ocurría antes. 


Entonces, para nosotros es muy importante que se mantenga, como aquí se ha dicho, esa 
solidez institucional y ese apoyo, y que no se enturbien por decirlo así- por algo que valoramos 
altamente. Me refiero al papel que han cumplido los funcionarios durante más de un período, que ha 
hecho que nuestro sistema electoral sea muy apreciado a nivel internacional; también en momentos 
difíciles esos funcionarios fueron verdaderos guardianes de los intereses electorales genuinos del 
pueblo uruguayo. 


Quiero decir que nos preocupa este aspecto. Por eso nos parece muy bueno que, una vez 
que se retiren los Ministros de la Corte Electoral, podamos escuchar a los funcionarios para saber 
cuáles son sus inquietudes. Estamos seguros de que encontraremos un punto de acuerdo, porque 
tenemos la voluntad de aprobar este proyecto de ley para que la Corte Electoral pueda cumplir su 
función. 


La pregunta concreta que quiero realizar es la siguiente: ¿tienen una estimación de cuántos 
funcionarios se incluirían en estas tareas y cuántos no? 


SEÑOR PENCO.- Se incluirían 100 funcionarios, de un total de 900. 
SEÑOR LORIER.- O sea que esos funcionarios serían los que estarían recibiendo los $ 20.000. 


SEÑOR PENCO.- En realidad, eso va a depender del nivel de rotación. Estamos tratando de que esos 
100 funcionarios, sean más de 100 con nombre y apellido. Naturalmente, esos $ 20.000 que están 
previstos por ley, de pronto se pueden reducir a un 25% o a un 50% si algunos funcionarios trabajan la 
mitad de ese mes o una semana. Eso es lo que trataremos de reglamentar en su momento si el 
Parlamento nos autoriza a cumplir con ese objetivo. 


SEÑOR LORIER.- Provengo del interior y viví y sufrí esa situación por la cual quien trabaja en el 
interior no es igual al resto de los funcionarios; por eso, con total sinceridad debo decir que me 
preocupa esa diferencia. Estamos seguros de que, en la medida de lo posible, se hará un esfuerzo 
especial para que no exista discriminación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En relación a los propósitos vinculados al proyecto de ley, hemos avanzado 
por lo menos en dos aspectos. En lo que a mí respecta -y creo que este criterio es compartido por los 
miembros de la Comisión-, considero que estarían salvadas las objeciones que realizó el Ministerio de 
Economía y Finanzas en tanto ya se realizó la planificación correspondiente. O sea que no tendríamos 
ese problema. 


Por otro lado, la Corte Electoral ha manifestado su intención de actuar con un criterio 
equitativo al momento de distribuir estos recursos, pensando siempre en la eficiencia de la tarea y la 
responsabilidad que tiene por delante, que no es menor. Evidentemente, el hecho de ser depositaria de 
todos esos documentos, con los riesgos consiguientes, es una preocupación nacional. Todos queremos 
llegar a las próximas instancias electorales con las garantías que siempre hemos tenido. 


Les agradecemos la asistencia. Estaremos en contacto y esperamos que pronto podamos 
aprobar este proyecto de ley. 


SEÑOR GAMOU.- Si me permite, señor Presidente, quiero hacer un esfuerzo por sacar algo más en 
concreto de la reunión y para que sobre este tema no nos enfrentemos como Senadores. 


En definitiva, consulto si es posible plasmar lo planteado por el señor Senador Michelini, en 
el sentido de que la Corte Electoral redacte un agregado o modifique el inciso segundo, poniendo 


énfasis en lo manifestado por el señor Ministro Penco, en el sentido de procurar la mayor rotación 
posible bajo el contralor de los partidos políticos. Aclaro que sería algo en forma genérica y no 
específica, porque si no, obviamente, habría que poner el nombre y el apellido de cada uno. 


SEÑOR PENCO.- Con respecto a lo planteado por el señor Senador Gamou, queremos señalar que 
nos llevamos la sugerencia y la plantearemos en el seno de la Corte Electoral. Además, aclaro que 
hoy, justamente esta delegación no está integrada por todos sus Ministros porque tanto el Ministro 
Salvo como el Ministro Brause, quienes se han excusado, a la misma hora tenían asignada otra 
función, y la Ministra Etcheverry no ha concurrido por problemas de salud. Naturalmente, vamos a 
examinar todo este debate que se ha producido en la Comisión y, como dije antes, recogemos la 
sugerencia planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reiteramos el agradecimiento a los señores Ministros de la Corte Electoral por 
concurrir a la Comisión y hacernos conocer vuestro punto de vista sobre el proyecto de ley que 
tenemos a estudio. 


(Se retiran de Sala los señores Ministros de la Corte Electoral.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay.) 


Continuando con la sesión, tenemos el gusto de recibir a los representantes de la Asociación 
de Funcionarios Electorales del Uruguay a los efectos de conocer su visión sobre el proyecto de ley 
que faculta a la Corte Electoral a disponer la extensión horaria. La delegación está integrada por la 
señora Lía Vinci, Presidenta, el señor Víctor Denis, Secretario General, la señora Silvia Iguini, 
integrante de la Comisión de Presupuesto y el contador Mesa, asesor. 


SEÑORA VINCI.- Agradecemos la posibilidad de participar en esta reunión a los efectos de dar nuestro 
punto de vista sobre el proyecto de ley que está a consideración de la Comisión. Como quizás algún 
señor Senador deba cumplir con otras responsabilidades, trataremos de ser lo más breves posible. 


En principio, queremos decir que nos preocupa la dificultad que se ha tenido para poder 
resolver la situación vinculada con el proyecto de ley presentado por la Corte Electoral en la forma más 
expeditiva o rápida posible, aunque tenemos que dejar claro que no lo compartimos, tal como se lo 
hemos hecho saber en forma individual a cada uno de los señores Senadores integrantes de esta 
Comisión. En su momento repartimos un proyecto alternativo y en el día de hoy les hemos entregado 
un texto mejorado de esa iniciativa. 


En concreto, el antecedente que teníamos era el artículo 656 del proyecto de Presupuesto, 
que hablaba de la informatización del registro electoral. Esta disposición había sido producto de una 
negociación entre la Corte Electoral, el Parlamento y el Poder Ejecutivo; de esa manera se llegó a la 
cifra de $ 30:000.000. En su momento, de acuerdo con lo que establecía el propio artículo, la Corte 
comunicó a la Contaduría General de la Nación que se destinarían $ 8:000.000 a gastos corrientes y $ 
22:000.000 a remuneraciones personales. Esos $ 8:000.000 tenían como fin llevar adelante las oficinas 
móviles o volantes, tanto en Montevideo como en todo el interior. 


En cuanto al proyecto de ley que la Corte Electoral presentó y que los señores Senadores 
habrán analizado en reiteradas oportunidades, desde nuestro punto de vista generaliza, con algunas 
imperfecciones, todos los actos que la Corte Electoral realiza. Aclaramos que nos referimos al proyecto 
de ley presentado en su oportunidad, lo que no quiere decir que en una nueva circunstancia o en el día 
de hoy sus carencias no hayan sido salvadas. Desgraciadamente no contamos con toda la información 
porque, tal como le hicimos saber a algunos señores Legisladores, no tuvimos oportunidad de negociar 
como hubiésemos querido en el ámbito de la negociación colectiva que sí existe- algo que para 
nosotros es muy importarte, porque implica un compromiso, no solo de las autoridades de la 
Institución, sino del conjunto de los trabajadores. No siempre que se trabaja con la sola voluntad de las 


autoridades las cosas se dan como se necesita que salgan, y eso ha quedado demostrado a lo largo 
de los años en la Institución. 


Como decíamos, este proyecto no pasó por la instancia de la negociación colectiva y tiene 
algunas carencias. La no mención de que fuera sin detrimento del artículo 267 de la Ley N* 18.172, Ley 
de Presupuesto -ese artículo, que implica la distribución equitativa de las partidas, fue una conquista 
nuestra-, se debió a que se olvidaron de que esa disposición está vigente. En realidad, en ese artículo 
no se plantea fecha alguna, porque se habla del primer día del año de elecciones y del escrutinio de las 
departamentales, o sea, no tiene plazo. Si no se establecía que era sin detrimento, estábamos ante las 
mismas dificultades que si no se hubiese puesto con respecto a los otros dos artículos, el 334 y el 504, 
uno vinculado a la prima por mayor horario y el otro a la permanencia a la orden. Nosotros lo hicimos 
notar, se nos dio la razón, pero no se pasó a una etapa de negociación. 


Por otro lado, corresponde mencionar el tema de la informatización del registro electoral, y no 
ya de las vías, porque para informatizar hay muchas. 


En este sentido, planteamos que el artículo 656 debía ser ligado porque, de lo contrario, 
quedaba una norma genérica, sin vinculación a ningún recurso específico y se echaba por tierra la 
conquista de la distribución equitativa de las partidas. Muchos señores Senadores aquí presentes ya lo 
saben, y otros tantos tal vez nos hayan escuchado en estos seis años plantear el tema, pero nuestras 
dificultades son muy grandes porque trabajamos con filiación político partidaria, lo que hace que 
muchas veces las distribuciones no necesariamente se hagan como en cualquier otra parte. Y esto va 
más allá de que en otro lugar no sean justas -y como trabajadores integrantes del movimiento sindical 
también estaríamos reclamando-, pero como funcionarios de la Corte Electoral consideramos que fue 
histórico que, amparado por ese artículo dentro de esa Ley de Presupuesto, se salvara ese método. 
Durante un año y medio ese plan piloto -porque en ese momento, mientras se negoció, fue eso: un 
plan piloto- funcionó. Eso está a la vista de todos, porque las elecciones transcurrieron normalmente y 
todos los trabajadores electorales tuvieron la posibilidad de acceder a dicho plan. De todas formas, 
aclaro que el hecho de que exista la posibilidad de acceder no quiere decir que todos lo hagan o que 
tengan la obligación de hacerlo. Sí decimos que no estamos de acuerdo con determinadas formas de 
distribuir los fondos que se reclaman al Poder Ejecutivo y al Parlamento, cualquiera sean estos; no 
queremos que se distribuyan de una manera no democrática, y mucho menos en función de 
amiguismos u otras vías, tal como ha sucedido durante mucho tiempo y sigue ocurriendo. 


Por otra parte, queremos recalcar que todos estos aspectos no fueron tomados en cuenta en 
la negociación colectiva. Si bien podemos señalar como positivo que hemos firmado el segundo 
convenio de negociación colectiva con la Corte Electoral sobre otros aspectos , todavía hay una 
diferencia -que quedó plasmada en el convenio- en cuanto a que las retribuciones sean o no materia 
de negociación colectiva, lo que será dirimido en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Tal como dejamos constancia en el material que les hemos entregado, para que la Corte 
Electoral pueda disponer una extensión horaria para su personal y pagar una retribución, es necesario 
que cuente con la autorización parlamentaria, lo que hasta ahora no ha sucedido. Si bien se trata de 
algo que fue votado en el Presupuesto anterior y que se dijo que era una necesidad imperiosa del 
organismo para poder cumplir con sus obligaciones, está sucediendo lo mismo que en otras 
oportunidades, en las que se han planteado algunas cuestiones como urgentes y luego no se han 
instrumentado adecuadamente en tiempo y forma. Por ejemplo, también reclamábamos a los miembros 
de la Corte Electoral no haber hecho lo necesario, en su momento y en los ámbitos correspondientes, 
para poder salvar los problemas. 


En definitiva, para nosotros esta disposición debería incluir la referencia al artículo 656 y que 
la extensión horaria a que refiere se otorgará sin perjuicio de normas ya existentes que autorizan 
extensiones horarias -o sea, las que ya contiene el artículo-, sumándole lo dispuesto por el artículo 267 
de la Ley N* 18.172. 


El informe del Ministerio de Economía y Finanzas también reclama aclaro que obtuvimos 
ese informe a través de la Presidenta de la Comisión de Relaciones Laborales de la Corte Electoral, 
doctora Margarita Reyes, que integra, junto con el sindicato, el ámbito de negociación colectiva- la 


necesidad de que el proceso tenga metas claras que permitan el logro del objetivo en el menor tiempo 
posible. 


El artículo 267 de la Ley N* 18.172, que dispone una extensión horaria vigente para las 
elecciones nacionales, establece con claridad que las solicitudes de financiamiento para los actos 
electorales deben estar fundamentadas en el logro de metas y en el establecimiento de compromisos 
de gestión. A su vez, establece que las tareas deben estar equitativamente distribuidas entre los 
funcionarios y que las retribuciones deben tener relación con horas de trabajo efectivamente 
realizadas. 


Al respecto, cabe destacar que -más allá de lo que mencionamos en cuanto a formas no muy 
democráticas de distribución de las tareas- antiguamente se pagaban compensaciones especiales que 
estaban muy desvinculadas del promedio salarial de los trabajadores de la Corte Electoral y que iban 
dirigidas a un grupo determinado de funcionarios que, por uno u otro motivo, podían acceder a ellas. 
Esta ley, justamente, logró que hubiese distribución equitativa y que cada uno cobrara por las horas 
realizadas. Después habría que discutir en qué forma y con qué método habría que hacerlo. 


Creemos que para todas las actividades de la Corte Electoral debe aplicarse la misma 
normativa. ¿Qué sucede actualmente? Por ejemplo, las elecciones universitarias están incluidas dentro 
del artículo 267 de la Ley N* 18.172, pero no ocurre lo mismo con las elecciones de ANEP, porque 
si bien este nuevo Parlamento votó una norma, lo hizo solamente para la instancia de la elección de 
ANEP del año pasado, pero esta última, que es diferente, no está contemplada. Por lo tanto, queremos 
que, como mínimo, las formas retributivas sean coherentes y tengan la calidad que mencionamos, es 
decir, que no puedan ser distribuidas de acuerdo a voluntades individuales o grupales. 


En cuanto a la informatización del registro electoral -que es el fondo del asunto-, si los 
señores Senadores nos lo permiten, queremos marcar lo siguiente. Más allá del argumento de la 
diferencia económica que planteó la Corte Electoral en su primera y segunda instancia de presentación 
ante el Parlamento -para nosotros eso no es lo más importante en cuanto a los objetivos-, también hizo 
referencia con mucha fuerza -y así figura en todas las versiones taquigráficas- a la importancia de la 
informatización y la “renovación masiva”, que es la expresión que se utiliza. Se debían generar todas 
las condiciones para que la documentación, es decir, la hoja electoral, estuviese informatizada. Para 
nosotros la informatización es diferente a escanear. En este sentido, nosotros proponemos que se 
comience con un plan que abarque toda la República, que es algo que no existe actualmente y 
tampoco cuando se planteó el tema. Sí hubo un cambio en cuanto a que ahora, desde el primer año, 
tenemos oficinas volantes en toda la República, cuando lo de estilo era que las hubiera en el último 
año. Entonces, lo que nosotros plantemos es que así como existen esas oficinas móviles, se podrían 
lograr muchas otras cosas que se pueden resumir de la siguiente manera. Desde el punto de vista 
conceptual, la renovación masiva subsanaría todo riesgo de identificación de los votantes, ajustaría los 
padrones a las elecciones de los Municipios, aceleraría el trámite del voto y disminuiría los errores 
humanos en esos procesos. Muchos de los elementos aquí mencionados fueron los mismos que 
planteó la Corte en la primera instancia presupuestal, al señalar que informatizar el registro electoral 
implicaba la renovación masiva de las credenciales, con foto, firma y dirección actuales. Esta es la gran 
diferencia que existe con el escaneo, que es la otra opción que podría ser planteada, e implica 
escanear las hojas actuales, con las fotos, firmas y direcciones viejas. Por supuesto, evaluamos como 
positivo el hecho de poder tener la hoja dentro de una terminal -en el caso de una Elección Nacional, 
estaríamos hablando de 6.000 terminales de todos los circuitos-, lo que indudablemente sería más ágil 
que trasegar los cuadernos de hojas electorales. Además, dichas hojas estarían preservadas de 
posibles incendios u otras cosas que pudieran ocurrir. Pero esto no significa que se salve el problema, 
incluso ante la mirada de los observadores internacionales, pues la identidad solo se puede cotejar con 
fotos actualizadas. 


Por otro lado, la renovación de la credencial fija un nuevo domicilio, que hace que el 
ciudadano vote en el lugar que le corresponde, incluso también en las elecciones de Municipios y 
Alcaldías, lo que se ha planteado como una dificultad en la Corte. También debemos tener en cuenta 
que en determinadas instancias de recolección de adhesiones, la firma es el elemento a cotejar, pero si 
ella data de 40 años no podemos decir que el cotejo que se realiza sea válido. Concretamente, 
pensamos que hay que instaurar un plan de renovación masiva, sabiendo que sería más laborioso que 
poner 30 escáneres a trabajar. Estamos en conocimiento de que hay muchas dificultades desde el 


punto de vista funcional, pero no se trata solo de falta de funcionarios. El funcionario que ingresa a la 
Corte Electoral se encuentra en condiciones laborales realmente insalubres, lo que hemos venido 
denunciando desde hace muchísimos. 


En cuanto a dicho plan de renovación masiva, proponemos que con los fondos asignados se 
comience a aplicar la mejor opción. Hace falta un plan que establezca metas sobre cantidad de 
renovaciones y de recursos humanos y materiales necesarios, a fin de cumplir con las tareas en el 
menor tiempo posible, renovando e inscribiendo, con el doble propósito de informatizar el registro 
electoral y evitar las aglomeraciones históricas de los finales de período. Digo esto porque cuando ya 
han pasado las elecciones, todos se olvidan de este tema, pero los que somos funcionarios y 
trabajamos allí no olvidamos las pedradas en los vidrios en los lugares de inscripción, por ejemplo. Al 
final de los períodos, cuando la multitud de gente se nos abalanza, los funcionarios vivimos momentos 
nada agradables. Ahora bien; solo se puede actualizar informáticamente por medio de la renovación, 
porque el proceso ya está informatizado y cada uno que se inscribe disminuye la cifra de 1:700.000. 


Consideramos, asimismo, que se debe dar un debate sobre una ley que efectivice el 
vencimiento de la credencial en un plazo que se evalúe conveniente. En determinado momento se 
habló de un plazo de quince años, pero en realidad nunca se cumplió. Por nuestra parte, hemos 
hablado sobre este tema con los Directores de la Oficina Nacional Electoral y nos plantearon que han 
tratado el asunto, pero se han encontrado con trabas de distinta naturaleza. Sin embargo, en las 
normas se había establecido que las Comisiones Receptoras de Votos estaban obligadas a retirar las 
credenciales con más de quince años. 


Por lo tanto, nos preguntamos si podremos resolver algo de esta problemática, en lugar de 
pasar otro quinquenio hablando de lo mismo y llegar al final del período llorando por el mismo tema. 
Creemos que estamos en condiciones de revertir esta situación. Además, estamos a la espera de la 
renovación de los miembros de la Corte, a efectos de que se produzcan cambios. Pero no queremos 
que los cambios sean solamente en las sillas; queremos a este conjunto de funcionarios cumpliendo su 
función como jerarcas de la institución, con todo lo que ella representa desde el punto de vista 
democrático. 


Muchas veces decimos que somos los funcionarios electorales los que, en cierta medida, con 
nuestro trabajo estamos determinando qué pasa y cómo se integran el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo. Por eso, a nuestro juicio es necesario elevar las características de la tarea del funcionario 
electoral, que está muy deprimida, y no solo en lo económico, sino desde todo punto de vista. No 
tenemos el menor temor a decir esto en cualquier lugar y, en nombre de nuestros compañeros, 
invitamos a los señores Senadores a que vean cómo se padece al trabajar en las condiciones en las 
que nos encontramos en la Corte Electoral, desde el punto de vista edilicio y humano, y también por el 
gran tema de la filiación partidaria, que es una asignatura pendiente de este Parlamento. 


El control partidario, señores Senadores, dejó de existir hasta en la inscripción cívica. Desde 
que se instauró el sistema Proteo, la ingresa un funcionario con una filiación determinada -ustedes 
mismos lo han vivido en las oficinas- y luego pasa por tres o cuatro puestos, según sea el control que 
lo organiza, el que le toque en la pantalla y lo pinche. Por lo tanto, aquello de la mesa donde había dos 
funcionarios, uno de una filiación y otro de otra, dejó de existir hace años, a partir del momento en que 
se instaló el sistema Proteo. Esto fue un avance, y queremos que siga siéndolo. 


En lo referente a las condiciones, existe la necesidad de hacer a nivel nacional una atractiva 
campaña publicitara de promoción de la renovación masiva. No creemos que la Corte Electoral no 
tenga posibilidades de acceder a los medios. Nuestro planteo es que podrían utilizarse otras campañas 
realizadas por los Entes; asimismo, hay otros organismos que cuentan con recursos que no tiene la 
Corte Electoral. En fin, pensamos que, en todo caso, el Parlamento podría proveerlos. Pero sería 
bueno que hubiera una campaña para promover estas renovaciones, siempre que ello estuviera 
respaldado por una ley o algún mecanismo que el Parlamento resolviera en la situación; de lo contrario, 
la respuesta que se da es “No; todos quieren quedarse con la balota en la casa”. Entonces, dependerá 
de nosotros establecer qué medidas vamos a tomar para modernizarnos. La Corte Electoral vino con el 
planteo de la modernización, pero para nosotros no es solo tener un edificio con moquete, sino cumplir 
una función moderna. 


SEÑOR MOREIRA.- Los integrantes de la Corte Electoral manifestaron que le plantearon a los 
integrantes de la Comisión de Presupuesto la necesidad de contar con una partida de US$ 60:000.000 para 
proceder a una renovación masiva, pero al final la asignación presupuestal que obtuvieron fue la mitad 
y, en función de ello se vieron obligados a optar por el escaneo. Ellos entendieron que lo ideal era 
actualizar la credencial, la foto, la firma y la dirección, porque en algunos casos son muy viejas. 
Reitero: según nos dijeron, esta otra propuesta se habría adecuado a la asignación presupuestal que 
habían recibido. 


SEÑORA VINCI.- ¿La otra propuesta? 


SEÑOR MOREIRA.- Es lo que hoy decían los representantes de la Corte Electoral; me refiero a la otra 
propuesta. Señalaban que con esa disponibilidad no pueden, por ejemplo, asignar a gente que vive en 
el interior de la República tareas que deben prestarse en Montevideo. Por lo tanto, el tema queda 
limitado a un número de funcionarios que van a rotar al máximo posible, pero que trabajan en 
Montevideo y no en el interior pues ello insumiría erogaciones que no se podían atender con los 
recursos de que disponía la Corte Electoral. En consecuencia, quisiera que se nos aclarara un poco el 
asunto. 


SEÑOR MESA.- Creo que hay que clarificar un poco más los temas o los problemas. 


Si la Corte Electoral pidió $ 60:000.000 y obtuvo $ 30:000.000, aplicar el mecanismo de 
renovación masiva con esos recursos le llevaría el doble de tiempo porque, en definitiva, se precisan 
recursos humanos, programación, publicidad, mejoras e instalación de puestos de trabajo móviles y 
fijos, además del uso de los propios servicios informáticos que hoy tiene la Corte destinados a esa 
tarea. Quiere decir que la diferencia estaría en el tiempo; en lugar de demorar dos años, como se 
presumía, se tardaría cuatro, siempre que todas esas cifras fueran correctas. 


El problema es comparar los costos y los beneficios. Si decimos que con $ 30:000.000 
resolvemos el problema al escanear las viejas hojas electorales con las viejas fotos, las viejas firmas y 
las viejas huellas, quizás lo que se va a obtener solo sirva para generar un mayor cuidado en la 
preservación de las hojas electorales, y nada más que para eso. Si lo que realmente queremos es 
salvar el problema de identificación de los votantes y dar pasos crecientes en materia de 
informatización -que pueden terminar en propuestas más avanzadas-, el escaneo no sirve y quizás 
estemos tirando a la calle $ 30:000.000 por año si no aprovechamos la circunstancia para empezar el 
proceso de renovación masivo de las hojas electorales. 


En este tema, creo que hay que jugar con más de una variable, y eso es lo que se ha 
expuesto. 


También resulta evidente que si se va hacia un proceso más complejo, como el de 
renovación masiva, ya no se trata de un pequeño núcleo de funcionarios comprometidos con las tareas 
necesarias para desarrollarla, sino de muchas personas. 


Estos son los puntos de diferencia que hoy tiene el sindicato, y los mismos argumentos que 
plantea en defensa de la renovación masiva son los que esgrimió la Corte Electoral a la hora de la 
discusión presupuestal; quiere decir que hay un total acuerdo pero, simplemente, existe una diferencia 
de enfoque. Solo se tiene esta plata; entonces, ¿cómo hacemos? ¿Demoramos más tiempo mientras 
convencemos para obtener más dinero? ¿O podemos empezar ahora? Cabe acotar que hoy, a 
mediados del año 2011, todavía no se comenzaron a utilizar los $ 30:000.000 disponibles para este 
año. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no entendí mal, se trata de comenzar con este procedimiento, diferente al otro 
-que es mucho más oneroso-, y esperar una nueva dotación presupuestal en una Rendición de 
Cuentas, aun cuando ello insumiera más tiempo del planeado. 


SEÑOR MESA.- Sí, señor Senador: con la misma dotación, llevaría más tiempo. Las dos cosas son 
posibles, aunque se puede lograr una combinación de ambas. 


SEÑORA MOREIRA.- Les pedimos disculpas por haberlos recibido tarde, pero tuvimos una 
extensísima reunión con los Ministros de la Corte Electoral. 


Existe una doble preocupación, pero me parece que se trata de temas distintos. Uno es el 
proceso de informatización y el otro es la forma en que se reparten las compensaciones extras para 
llevarlo a cabo. Según estuve escuchando, hay dos posiciones con respecto a esto: por un lado se 
quiere escanear las hojas electorales -procedimiento que puede empezar ahora-, y por otro hacer la 
renovación si se consiguen los fondos extras. Por su parte, los funcionarios plantean que el escaneo 
debería hacerse en un proceso de renovación por etapas. 


Nosotros, como Comisión, lo que podemos hacer es tomar conocimiento de esta doble 
propuesta, pero para que esto se resuelva se requiere idoneidad o un proceso de consulta política que 
no estamos en condiciones de hacer porque no somos expertos en el tema. 


Acerca del artículo sobre cómo repartir los fondos, tengo dos redacciones. Una es la de los 
funcionarios de la Corte Electoral -que está en la carpeta- y la otra es la de la Corte Electoral, que no 
tengo. Hay un único punto de discordancia entre ambos artículos, porque la Corte Electoral nos acercó 
uno corregido, que recoge lo propuesto por los funcionarios respecto al artículo 656 -al que se refería la 
Presidenta del sindicato- y al 504 de la ley de 1990. Quiere decir que el primer párrafo del artículo 
único, en la redacción que nos llegó de la Corte Electoral, recoge la propuesta del sindicado sobre la 
inclusión de estas dos leyes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ese artículo y no entiendo a cuál se refiere. 
SEÑORA MOREIRA.- Al primer inciso del único artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Corte Electoral se lo habrá hecho llegar a usted, porque nosotros no 
tenemos nada. 


SEÑORA MOREIRA.- El artículo único de la Corte contiene referencias al artículo 656 y al 504. Le pido 
al señor Presidente que verifique si está distribuido, porque yo los tengo por separado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está refiriendo al artículo presentado por los funcionarios. 


SEÑORA MOREIRA.- Disculpen, estaba confundida. El artículo que hace referencia al 504 y al 656 no 
proviene de la Corte Electoral, sino del sindicato. 


SEÑORA VINCI.- En la versión taquigráfica de la última sesión de la Comisión dice que la Corte 
Electoral había solicitado una entrevista, y aunque hemos hablado de muchos temas, en este punto la 
Corte ha sido hermética y se ha negado rotundamente a hablar. Realmente, por ello al principio 
decíamos que hubiera sido mucho mejor si nosotros hubiéramos podido aportar al respecto, ya que 
conocemos la situación, porque el artículo tiene carencias que no pueden ser salvadas si no se 
modifica. 


Entonces, el artículo que la Corte planteó es el que figura en el cuadernillo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los Legisladores integrantes de la Comisión recogimos un artículo que nos 
envió la Corte Electoral y le dimos estado parlamentario; estamos hablando de un proyecto de ley con 
un único artículo que nuestros visitantes conocen. 


Posteriormente, recibimos un informe del Ministerio de Economía y Finanzas en el que se 
planteaban algunas observaciones al artículo y luego el señor Senador Michelini nos distribuyó un texto 
sustitutivo que planteaba el gremio. 


En función de esos antecedentes decidimos invitar a la Corte Electoral que hoy concurrió por 
primera vez y nos hizo saber su opinión al respecto- y ahora estamos escuchando a los funcionarios. 


Esto es todo lo que se ha hecho hasta hoy. 


SEÑORA VINCI.- En primer lugar, y a modo de aclaración, quiero decir que repartimos el texto 
sustitutivo despacho por despacho y no solo al señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, todos nosotros lo recibimos, pero previamente a eso el señor 
Senador Michelini lo había acercado diligentemente a la Secretaría de la Comisión. 


SEÑORA VINCI.- En segundo término, quiero decir que en la versión taquigráfica de la sesión anterior 
pudimos observar que la Corte pretendía realizar algunos cambios y por eso nosotros albergamos 
esperanzas. Además, el propio Vicepresidente nos dijo que con respecto a lo del artículo 267 nos daba 
la razón. Lo que no sabíamos era qué se ¡ba a hacer o cómo se ¡iba a actuar frente al artículo 656. 


El artículo 334, que tiene que ver con la prima por mayor horario, y el 504, relativo a la 
permanencia a la orden, históricamente son salvados, pero siempre están ligados a una actividad 
concreta. Pero en este caso el artículo es genérico, lo que nos complica porque perdemos aquello de la 
distribución equitativa que habíamos conquistado, y tendríamos que plantear lo mismo que ahora 
después del año y medio electoral, que está comprendido en el artículo 267 de la Ley N* 18.172. 


En realidad, nos gustaría saber si la Corte Electoral ya efectuó esos cambios porque, como 
decía la señora Senadora, uno de los temas era el artículo y otro su objetivo. Querríamos saber si la 
Corte ya planteó alguna modificación y cuál sería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que tenemos intenciones de legislar en esta materia y ese es el 
trabajo que estamos desarrollando. El tema de las relaciones entre la Corte Electoral y el sindicato es, 
precisamente, un problema de la Corte y del sindicato. Cabe señalar que luego de retirarse de esta 
reunión podrán acceder a la versión taquigráfica en lo que refiere, tanto a su comparecencia como a la 
de la Corte Electoral. 


Entonces, quisiéramos terminar de conocer la opinión de nuestros visitantes para que 
después podamos decidir al respecto. 


SEÑORA VINCI.- Discúlpeme, pero la señora Senadora Moreira había dejado planteado algo y, en lo 
personal, sinceramente no me había quedado claro si eso había existido o no. 


En cuanto al plan de renovación masiva al que hicimos referencia, debo decir que se dio un 
debate por una ley, una campaña publicitaria a través de todos los medios y una adecuada 
coordinación interinstitucional. ¿A qué nos referimos? A todos los lugares donde se puedan instaurar 
equipos fijos, lo que puede ser avalado por el Centro de Cómputos de la Corte Electoral. En ese 
sentido tenemos que aludir a la rápida apertura de la Oficina Inscriptora de la calle 25 de Mayo, porque 
se están realizando refacciones y no se ha informado a la población que el local no está funcionando. 
Actualmente, las otras instalaciones de la Corte están en el edificio donde funcionaba la tienda Soler. 


Por otra parte, planteamos un sistema de doble horario que no prosperó, si bien la Corte 
Electoral expresó que tiene algunas dificultades con el horario que fijó unilateralmente. 


Nosotros planteamos la doble oficina, es decir que la oficina B funcione en el edificio de 
Casa Soler y la A en el centro, por razones de locomoción. Tal como decíamos, se podrían recoger las 
renovaciones en forma masiva en los centros comunales, en muchas instituciones de secundaria, e 
inclusive con mesas móviles en determinados lugares. 


Por otra parte, hay que ajustar la estructura y el funcionamiento del centro de cómputos para 
que efectivamente pueda resolver las necesidades, que no son solo las derivadas de una renovación 
masiva, sino también las actuales. Tenemos un problema con el centro de cómputos que hemos 
tratado de resolver a través del sindicato, porque las mesas móviles del interior no tienen asistencia y 
lo único que existe es una asistencia telefónica. Además, por un lado la Corte plantea que los 
integrantes del centro de cómputos deben realizar obligatoriamente una extensión horaria sábados y 
domingos, cosa que no está establecida en ningún lado. Hemos tratado de salir de esa situación que 
nos importa para que dicho centro funcione como un servicio; no queremos que se nos critique 
permanentemente. Es como aquel que critica a su hijo, cuando fue él mismo quien lo educó. 


En definitiva, decimos que cumplidas las metas del plan de renovación masiva, será 
necesario mantener las bases de datos y por eso la necesidad de continuar con lo que establece el 
artículo. Esto es porque hay dos opciones: o se escanean los datos en un tiempo determinado, o se 
continúa con la tarea manteniendo la actualización de todos los datos que ingresan permanentemente. 
Para ello se han determinados montos permanentes. Entonces, nuestro argumento es que podemos 
tener esos montos en forma permanente, pero no si hacemos un escaneo con un plazo, porque ese 
dinero se perdería. 


De acuerdo a lo expresado, nuestro proyecto de ley dice: “Artículo único.- Facúltase a la 
Corte Electoral a disponer, a los efectos de la informatización del registro electoral, la extensión horaria 
de sus oficinas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 267 de la Ley N* 18.172” -es decir, la 
distribución equitativa de las partidas- “de 31 de agosto de 2007”. Detengo aquí la lectura para aclarar 
que si esto no se dijera, en el año 2014, como están votados los treinta millones, se podría realizar una 
u otra opción, lo que fue omitido por la Corte. Como dijimos hace un rato, el artículo 267 de 
Ley N* 18.172 está vigente para el año y medio electoral, que irá desde el 1% de enero del 
2014 hasta el escrutinio del 2015, como dice textualmente la Ley. Entonces, sí o sí habría que 
establecerlo, porque de lo contrario sería contradictorio, ya que no se podrían aplicar ambos. El texto 
continúa: “y en el artículo 334 de la Ley N* 15.903 del 10 de noviembre de 1987”, que refiere a la prima 
por mayor horario. Al retribuir la mayor carga horaria -sin detrimento de lo que establecen los artículos 
267 y 334- de sus funcionarios con los fondos presupuestales asignados a tal fin en el artículo 656 de 
la Ley N* 18.719 -el tema de marras- de 27 de diciembre de 2010, no se va contra la compensación 
prevista en el artículo 504, que establece la permanencia a la orden. Los artículos 334 y 504 son los 
que históricamente siempre se han invocado para que el texto no sea incompatible con la realidad. 
Luego el artículo establece que la Corte Electoral reglamentará la forma de funcionamiento y las 
condiciones bajo las cuales los funcionarios se acogerán a la extensión horaria prevista en este 
artículo. La reglamentación se basará en una distribución equitativa de las tareas que asegure: a) 
iguales oportunidades de acceso a las mismas a todos los funcionarios que cumplan con los requisitos 
necesarios para desarrollarlas y, b) el pago de las tareas será exclusivamente por la extensión horaria 
efectivamente realizada por cada funcionario, aplicando el criterio de a igual tarea igual remuneración. 


También se expresa que el reglamento deberá ser acompañado por el compromiso de 
gestión del organismo y de los funcionarios, con especificación de las metas a alcanzar en materia de 
informatización del Registro Electoral y de los recursos humanos y materiales necesarios para ello. 
Aclaro que este reglamento y el compromiso ya están en el artículo 267 de la Ley N* 18.172; no son 
una novedad. Ahí termina nuestro proyecto de artículo. 


A modo de conclusión, decimos que con esta propuesta se obtendrán los siguientes 
resultados: la Corte contará con autorización para remunerar el trabajo necesario para iniciar la 
informatización del Registro Electoral, con el financiamiento que ya ha sido habilitado por la Ley de 
Presupuesto. La Corte Electoral quedará obligada a reglamentar la forma de funcionamiento y 
condiciones de la extensión horaria. El Poder Ejecutivo contará con un compromiso de gestión del 
organismo y de sus funcionarios, especificando metas y recursos necesarios para lograrlas. Los 
funcionarios asegurarán una distribución equitativa de las tareas y se cobrarán exclusivamente las 
horas realizadas por cada funcionario. Un reglamento de extensión horaria y un compromiso de 
gestión, objeto de la negociación colectiva, genera incentivos adecuados para el logro de los objetivos 
planteados. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiera hacer una pregunta que, por obvia, debería tener una respuesta 
negativa, pero igual la voy a formular para sacarme la duda. 


Mi hoja electoral supongo que está en Cerro Largo, así como la del señor Senador Moreira 
debe estar en Colonia. Cuando se habla de equidad y de la distribución, ¿no es posible que ese 
trabajo de escaneo se realice también en las Juntas Departamentales del interior? 


SEÑORA VINCI.- Tenemos registros nacionales y departamentales, pero el válido es el registro 
nacional. Es decir que, según lo que tenemos entendido hasta el momento, habría que hacer ciertas 
modificaciones, salvo que se estén haciendo gestiones en ese sentido. De cualquier manera, el planteo 
no se centra en que los funcionarios del interior no puedan hacer tareas sino en que a medida que van 
entrando las renovaciones en cualquier parte de la República, la hoja escaneada se tira a la basura. 
Por lo tanto, lo que estamos planteando -que tampoco lo hemos dicho- es que primero se realice la 
renovación masiva y que al final se escanee lo que falte. Lo que se debe hacer en todo el interior es ir, 
con las mesas móviles y fijas, a inscribir y renovar. Concretamente, la inscripción entra informatizada y 
la renovación es la que actualiza la hoja electoral, pero no solo la preserva del fuego, sino que hace 
que esté la foto actualizada. De lo contrario, en vez de tener el mamotreto original con fotos antiguas, 
lo único que vamos a tener es una página informatizada, pero con foto e inscripción antiguas. 


SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, pido disculpas por mi intervención anterior, pero me estaba refiriendo 
a un artículo que no era el redactado por la Corte Electoral, sino una modificación propuesta por el 
señor Senador Michelini. 


Ahora bien, con relación a la diferencia entre la propuesta de AFEU y el proyecto de la Corte 
Electoral, quiero realizar algunos planteamientos. 


En primer lugar, nosotros vamos a sesionar luego para considerar este proyecto de ley, pero 
creo que no habría inconveniente con la inclusión del artículo 267 de la Ley N* 18.172, ya que nosotros 
mismos lo incluimos en la ley que aprobamos en marzo de 2010, cuando votamos la extensión horaria 
para la elección de los dos miembros del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública. Por supuesto, lo vamos a discutir en la Comisión, pero ya tenemos un antecedente 
en el sentido de que en iguales condiciones ya lo hicimos. 


Con relación al artículo 656 de la Ley de Presupuesto, está incluido en la exposición de 
motivos del proyecto de ley. Naturalmente, no es lo mismo que esté incluido en la ley, pero quería 
decirles que en la exposición de motivos que viene de la Corte Electoral aparece una mención a la 
norma. Concretamente, en el segundo párrafo se dice que la disposición proyectada es para que se 
puedan cumplir tareas de carácter extraordinario y que el costo de dicha actividad está previsto en el 
párrafo final del artículo 656 de la Ley N* 18.719. 


Pero sí tendríamos diferencias con respecto al segundo párrafo que propone el sindicato, que 
dice que la Corte Electoral reglamentará la forma de funcionamiento y las condiciones para que los 
funcionarios se acojan a la extensión horaria en base a la distribución equitativa de tareas, y el tercer 
párrafo, sobre el compromiso de gestión. Sobre este último punto yo misma consulté a la Corte 
Electoral y nuestros invitados podrán leer en la versión taquigráfica de esta sesión la respuesta que se 
dio a este respecto. Y en cuanto al tema de la extensión horaria, la Corte Electoral dijo que ellos no 
tenían ningún problema en que el propio sindicato asegurara una redistribución equitativa de las horas, 
si los funcionarios se comprometían, por otra parte, a realizar esta tarea en forma eficiente y en los 
plazos en que se requiera. Les pido a los señores Senadores que me corrijan si no es esto lo que se 
manifestó, pero creo que esa es la posición de la Corte. 


SEÑOR MICHELINI.- El tema de la renovación masiva no creo que pueda ser motivo de discusión. La 
Corte pidió recursos y la verdad es que conseguimos muchos, pero ahora dice que son insuficientes. 
Es una discusión interminable. Son ellos los que administran el organismo y esto no se puede hacer 
contra la Corte. Por lo tanto, no era bueno que tuviéramos esa discusión cuando estuvieron los 
Ministros, pero tampoco lo es ahora, porque tuvimos oportunidad de plantear esto en su momento. La 
verdad es que pusimos un gran empeño, logramos determinados recursos, pero no alcanzaron para 
los objetivos de la renovación. A esto se agrega que si se necesitara una ley perentoria o que diera un 
plazo de vencimiento, que requeriría dos tercios de votos -es loable interpretarlo así-, tampoco 
sabemos si lo conseguiríamos, pues si obtener mayorías en el Parlamento es difícil, dos tercios es 
más complicado. 


Por otra parte, planteamos con mucha insistencia que la distribución de los recursos se 
hiciera en forma equitativa -incluyendo la rotación de funcionarios-, porque se nos hicieron 
observaciones en cuanto a que la tarea de escaneado se hace en Montevideo; se nos dijo que si bien 
no es un trabajo para especialistas, algunos no lo hacen bien, a lo que se agrega que tampoco hay 
escáneres para todos. Lo cierto es que hicimos mucha insistencia en este tema y si bien no hubo una 
opinión porque la Corte Electoral ni siquiera estaba en quórum, algunos miembros se llevaron la 
sugerencia y se comprometieron a elaborar una redacción atendiendo todas las inquietudes 
planteadas por los señores Senadores. Cuando tengamos ese texto, lo analizaremos; mientras tanto, 
esperaremos a que nos lo envíen. 


SEÑOR MOREIRA.- Hemos escuchado a los Ministros de la Corte Electoral y a los representantes de 
la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay, pero de todas formas quisiera realizar algunas 
consultas. 


Según entendí, hasta 2014 tenemos una partida anual de $ 30:000.000, suma que sería 
insuficiente para ir por el camino de la renovación masiva, lo que sería el ideal en esta materia para 
modernizar todo el sistema. Ahora bien; ¿han hecho algún cálculo del tiempo que insumiría con esa 
asignación de $ 30:000.000 llegar al resultado final de una renovación masiva? 


SEÑORA VINCI.- Es muy difícil calcular cuándo se puede terminar un proceso que depende de una 
demanda que no es voluntaria por parte de la institución. Lo que sí decimos es que no hay peor tarea 
que la que no se hace y, obviamente, si no hay voluntad para generar las condiciones, estas no 
existen. 


Cuando nosotros sugerimos cómo podría ser el plan, estamos diciendo que podría aumentar 
considerablemente y, llegado determinado momento, hacerse el escaneo. Pero con ese criterio no 
vamos a tener nunca renovación masiva. En todo caso, si voy en camino, tengo mejores condiciones 
para plantearle a cualquier ejecutivo, por ejemplo, “Caminé hasta acá, por lo tanto necesito esto otro”, 
que si me quedo de brazos cruzados como estuve todo este año. Para nosotros es muy claro y no es 
nuevo que se pretenda tender un manto de dudas con expresiones como las siguientes: “Nada se 
puede saber de lo que es la Corte Electoral”, “Lo que ustedes hablan es chino”, “Lo que hablan los 
Ministros de la Corte es chino”. No. ¡Es clarito como el agua! ¡Como lo es toda gestión! ¡La gestión se 
hace o no! ¡O se hace con la intención de lograr objetivos o no se hace! Lo que estamos diciendo no es 
para que haya 20 acá o 20 allá. No lo simplifiquemos en eso porque caeríamos en un gran error. Eso 
sí, no estamos dispuestos a admitir que, como se hace siempre, se diga: “Me dieron diez pesos menos. 
Entonces, no hago lo que debería hacer”. Nosotros estaríamos dispuestos a hacer los cálculos que, 
incluso, podrían ser casi exactos, aunque en realidad nos hubiera gustado que la Corte Electoral los 
trajera. Debe quedar claro que nosotros representamos a la Asociación de Funcionarios y que como los 
Ministros no aceptan la cogestión, nosotros tampoco trabajamos según ese concepto. De todas 
maneras, así como defendemos los intereses de los trabajadores electorales, también defendemos a la 
institución Corte Electoral, porque a diferencia de otros, que pasan, nosotros crecemos y seguimos allí 
hasta que nos jubilamos. 


Esto es lo que queríamos plantear, con mucha energía, pero con mucho cariño por el 
objetivo que nos proponemos. 


Muchas gracias a todos y esperemos que puedan legislar lo mejor posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias a ustedes y van a estar a su disposición las versiones 
taquigráficas de la Comisión. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios Electorales del Uruguay.) 


Todo parece indicar que este tema formará parte del Orden del Día de la próxima sesión para 
dar tiempo a que se realicen las conversaciones correspondientes y que, si desea, la Corte Electoral 
envíe algún material. 


SEÑOR DA ROSA.- Después de escuchar a los funcionarios, me he quedado con una duda. En honor 
a la verdad, debo aclarar que a ella fuimos inducidos, sobre todo por el señor Senador Michelini, que 
insistió sobre el tema cuando estuvieron presentes los Ministros de la Corte Electoral. 


Teniendo en cuenta la entidad del trabajo a realizar, he quedado bastante convencido de que 
sería mucho más eficaz hacerlo en profundidad y en serio -como sería la renovación total de los 
registros- y no parcialmente, como sería el escaneo. En consecuencia, me pregunto si no deberíamos 
conversar nuevamente con la Corte Electoral y discutir la posibilidad de ampliar los recursos asignados 
a los efectos de hacer un trabajo definitivo y no quedarnos con esa solución parcial que supone el 
escaneo. Me parece que cuando existe la decisión de hacer un trabajo como este dentro de los 
registros de la Corte Electoral, es mejor hacerlo en forma definitiva, en profundidad, yendo al fondo de 
la cuestión, que utilizando remedios parciales. Me pregunto si no deberíamos discutir nuevamente este 
tema con la Corte Electoral para ver si no sería conveniente pelear con el Ministerio de Economía y 
Finanzas para conseguir más recursos y realizar un trabajo más completo que el del escaneo que ellos 
plantearon. Confieso que después de la exposición del sindicato me quedaron dudas con respecto a la 
cuestión de fondo, es decir, la entidad y eficiencia del trabajo que se va a hacer. 


SEÑORA MOREIRA.- Si bien tenemos otros temas que considerar, quiero decir lo siguiente. Creo que 
el escaneo puede ser complementario, pero recogiendo el guante de la propuesta del señor Senador 
Da Rosa, es cierto que hay que reempadronar todo y eso permitiría el traslado de decenas de miles de 
credenciales que están pendientes. Efectivamente, estimo que sería infinitamente mejor brindar una 
solución más estructural al tema. Lo que no sé es qué rol puede cumplir esta Comisión para abrir el 
debate sobre la informatización de la Corte Electoral, pero quería compartir la preocupación planteada 
por el señor Senador Da Rosa en cuanto a que es mejor acometer la transformación estructural desde 
el principio, que buscar un paliativo -que no deja de ser importante- como el del escaneo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que este tema estuvo en discusión cuando se consideró el 
Presupuesto Nacional y el Parlamento le asignó recursos a la Corte Electoral para el cumplimiento de 
sus cometidos, pero es ella la que decide en qué forma los lleva adelante. Pienso que si entramos en 
este tema, en alguna medida estaríamos ingresando en un área propia de la Corte Electoral. Entiendo 
las razones esgrimidas por el señor Senador Da Rosa, pero me imagino que si la Corte Electoral, por 
unanimidad de sus integrantes -que representan a todos los partidos-, decidió seguir este camino, 
tendrán sus razones. Tengamos cuidado con las esferas de actuación de cada uno. 


Repito que el tema lo consideramos en la instancia de la discusión presupuestal, e inclusive 
recibimos a la delegación de funcionarios de la Corte Electoral para escuchar su opinión. 


SEÑORA MOREIRA.- Considero que lo que propone el señor Senador Da Rosa no es ir contra la 
decisión que tomó la Corte Electoral, sino promover que la Comisión haga alguna gestión para 
conseguir los fondos que se requieren para realizar la renovación de todo el padrón electoral, que es lo 
que efectivamente se quería hacer. Como no contaron con los recursos para actuar de esa forma, 
optaron por la otra alternativa, y el sindicato opina que con esos recursos se podría hacer otra cosa. 
Creo entender que lo que el señor Da Rosa plantea es que se haga alguna gestión para que la Corte 
Electoral reciba los recursos necesarios para informatizar todo el sistema en cinco años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, señora Senadora, pero creí entender, cuando se discutió el 
Presupuesto y en el día de hoy, que la Corte Electoral va a hacer todo y se marcó etapas en función de 
los recursos que tiene. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que la oportuna pregunta formulada por el Senador Moreira no fue 
respondida y entiendo que ese dato es clave para que nosotros podamos innovar en la materia en 
consideración. Pienso que es fundamental saber cuánto demoraría la renovación total del registro si la 
tarea se lleva adelante con los recursos que hoy están disponibles, que es la partida que se votó en el 
Presupuesto. Es decir, esa información nos daría una idea del riesgo que corren las hojas electorales 
que son muy viejas, que se están deteriorando y que hay que salvaguardar ante todo. Si se nos dice 
que con $ 30:000.000 por año, en lugar de que el proceso lleve tres o cuatro años -como quería la 
Corte Electoral-, llevará seis o siete, la diferencia no será significativa y todos adoptaremos el criterio 
de que es mejor hacer algo completo que poner un parche. Pero si no se estima un plazo y, por nuestra 


parte, hacemos un cálculo de que con $ 30:000.000 por año el proceso puede durar diez o quince 
años, el sentido cambia totalmente. Digo esto porque a mí me preocupa la situación de las hojas 
electorales, que se deterioran y corren un riesgo. Si el día de mañana pasa algo y nosotros en su 
momento no tomamos las medidas para prevenir el riesgo -pese a que no fueron pedidas por la Corte 
Electoral-, la responsabilidad es nuestra. 


Considero que desde el punto de vista de la Corte Electoral, primero habría que asegurarse 
de que las hojas estuvieran a salvo y luego se podrían hacer las renovaciones, completando el 
proceso. Lo principal es que todos tengamos la certeza de que, llegado el momento, se podrá votar con 
normalidad. 


Sin perjuicio de que oportunamente invitemos a comparecer aquí a la Corte Electoral, es cierto 
que todos nosotros tenemos acceso a los Ministros de nuestras respectivas colectividades políticas, 
por lo que podemos avanzar en la consideración de este tema sin dilatar más la votación. Cabe 
recordar que estamos por comenzar la segunda mitad del año y no hemos adoptado las soluciones que 
se nos piden. 


SEÑOR DA ROSA.- Pienso que las decisiones políticas siempre son cambiantes, pues una decisión 
del Parlamento sustituye otra. En realidad, no hay decisiones definitivas ni cosa juzgada en esta 
materia. 


Lo que nosotros hemos planteado es que se consulte a la Corte Electoral y no que 
adoptemos nosotros una decisión, sustituyendo lo que dice dicho Organismo luego de que adoptó un 
criterio en función de los recursos asignados. De repente, la vía de consulta a la Corte Electoral puede 
ser la que plantea el señor Senador Pasquet, es decir, a través de los respectivos Ministros que nos 
representan políticamente, a efectos de saber cómo ven ellos el tema de los recursos asignados en 
relación con la entidad del trabajo a realizar. En lo personal, quiero expresar simplemente que me 
genera dudas el planteo que he escuchado. Entonces, ya que se va a encarar un trabajo en esta 
materia, creo que cuanto más completo sea, más duradero será, aplicando el viejo dicho del norte que 
dice que lo barato termina siendo más caro. En realidad, apunto a ese objetivo, pero de ninguna 
manera estoy pensando en sustituir las decisiones de la Corte Electoral, ni en entrometernos en la 
decisión tomada. En todo caso me refería, simplemente, a explorar con ellos en cuanto a las razones 
existentes y sobre si no evaluaron más profundamente en insistir en la renovación total. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy razonable lo que expresa el Senador Da Rosa. Ahora bien, lo 
que yo digo es que cuando nosotros aprobamos el Presupuesto, no decidimos digitalizar ni escanear, 
sino darles $ 30:000.000. En realidad, se les podría haber dado $60:000.000, que es lo que ellos 
pedían para hacer la tarea completa. En este momento se están haciendo las dos cosas parcialmente, 
es decir, están escaneando y renovando, y de nuestra parte no sabemos cuándo se va a terminar con 
esa tarea. Ahora bien, si no aprobamos este proyecto, seguimos enlenteciendo el trabajo de la Corte 
Electoral, y ese es el problema que tenemos. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta es una atribución de la Corte Electoral. El organismo pidió para hacer una 
renovación masiva y los recursos presupuestales no le fueron otorgados. Me parece que esta es una 
decisión política que ya se tomó, y su reflexión fue que con los recursos que se les dieron, solamente 
podían escanear, lo que es mejor que nada. Para hacer una renovación masiva, con el esfuerzo 
publicitario que implica, US$ 1:000.000 no deben alcanzar ni para empezar, porque todo eso debe 
costar carísimo. 


Acá se habla de que se va a asignar horas extras a todos los funcionarios de la Corte 
Electoral del país. Me pregunto cuánto tiempo puede llevar este trabajo, si se cuenta con estos 
recursos, porque no sabemos si les van a dar más dinero o no. Ahora bien; si en esta o en otra 
Rendición de Cuentas la asignación es mayor, pueden hacer una renovación masiva, pero por el 
momento hay que empezar con esto. Tengo la impresión de que se trata de algo que no se puede 
dilatar por más tiempo. El Gobierno tomará la decisión política de dar a la Corte $ 60:000.000 o $ 
90:000.000 y será el Organismo el que, en definitiva, resolverá cómo desempeñar en forma más 
eficiente las obligaciones a su cargo. 


SEÑOR PASQUET.- O de pronto se puede pasar una minuta al Ministerio de Economía y Finanzas 
pidiendo más recursos para la Corte Electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a hacer el esfuerzo para aprobar el proyecto de ley en la próxima 
sesión de la Comisión. 


Pasamos a considerar el segundo punto del Orden del Día. Se trata del proyecto de ley 
relativo al Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente (SIRPA), que cuenta con aprobación de la 
Cámara de Representantes y cuya consideración fue objeto de dos solicitudes de prórroga. La Mesa 
consulta a los señores Senadores acerca de si están en condiciones de votarlo. 


SEÑOR MICHELINI.- No es mi intención quitar tiempo de estudio a la Comisión ni al Senado, pero 
quisiera señalar lo siguiente. A diferencia de otros proyectos de ley, este viene precedido de un acuerdo 
multipartidario, con el trabajo de parlamentarios y juristas -en una labor muy exhaustiva llevada 
adelante por una Comisión de la Cámara de Representantes-, y nos comprometimos -hablo de un 
compromiso de todos- a presentarlo a fines de mayo y sancionarlo a fines de junio. Entonces, sin 
pretender pedir que se vote sobre tablas, tampoco queremos modificarlo a fin de que se convierta en 
ley tal cual está. Aclaro que, en todo caso, esto no quiere decir que no podamos repasar cada uno de 
los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el proyecto de ley. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 
(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑORA MOREIRA.- Sin querer generar retrasos, me gustaría saber cuáles fueron las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Están en el comparativo. 


SEÑORA MOREIRA.- Es verdad, pero quizás alguno de los señores Senadores que conozca bien 
este tema podría hacer una síntesis. 


SEÑOR MICHELINI.- Una de las modificaciones consiste en que a través del proyecto de ley 
presentado se creaba el Instituto, y aquí se habla del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente 
dentro del INAU, es decir, de su posible creación en esta Legislatura dentro del plazo más breve 
posible. El IRPA -así fue presentado- se convirtió en el SIRPA, pues en la medida en que todavía forma 
parte del INAU y no tiene autonomía, es considerado como un sistema aunque solo se hace referencia 
a sus bases- para atender a los jóvenes infractores y demás. Ese es el tema principal. 


Las modificaciones que se hacen en el resto de los artículos se adecuan a ese cambio 
realizado en el artículo 1%, y en los artículos 5* y 7* se “afina el lápiz” con el fin de obtener una mayor 
prolijidad legislativa. 


Luego se elimina el último inciso del artículo 9%, que refiere a una dotación presupuestal; ese 
punto deberá ser incluido cuando el Instituto tenga su propia autonomía. 


SEÑOR MOREIRA.- El Directorio del INAU había elevado un anteproyecto de ley a la Comisión de la 
Asamblea General, donde se hablaba de crear un Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente que 


iba a suceder al actual SEMEJI o Sistema de Ejecución de Medidas para Jóvenes en Infracción. 


Ese Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente asumiría, por competencia delegada, el 
cometido que el artículo 78 del Código de la Niñez y la Adolescencia actual asigna al INAU. A 
propuesta del Partido Nacional, se introdujo un cambio porque, en realidad, se trata de una transición 
de una Comisión Delegada, que es un órgano desconcentrado del INAU, hasta que por ley se cree el 
Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente en calidad de Servicio Descentralizado. Este es un 
cambio de naturaleza jurídica introducido a partir de nuestra propuesta, que fue aceptado y provocó 
que el artículo 1” fuera redactado de diferente manera. En concreto, allí se alude a “la creación con 
carácter transitorio, de un órgano desconcentrado que se denominará Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente (SIRPA) a fin de suceder al Sistema de Ejecución de Medidas para Jóvenes en 
Infracción (SEMEJI)”. En el segundo inciso se expresa que “El citado órgano cumplirá funciones hasta 
tanto la ley disponga, en el transcurso del actual Período de Gobierno, dentro del plazo más breve 
posible, la creación del Instituto de Responsabilidad Penal Adolescente como servicio descentralizado”. 
Esa es la diferencia esencial que existe entre el anteproyecto elevado por el Directorio del INAU y el 
proyecto de ley que tiene media sanción de la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, el Instituto ya tenía una previsión presupuestal a partir de la Ley de 
Presupuesto Quinquenal. En efecto, a través del artículo 328 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre 
de 2010, se faculta con carácter genérico al Ministerio de Economía y Finanzas a asignar los recursos 
necesarios para el Instituto de Rehabilitación del Adolescente Infractor. Por su parte, el artículo 8* del 
proyecto de ley a estudio de la Comisión expresa que “El presupuesto del Sistema de Responsabilidad 
Penal Adolescente se establecerá en base a las previsiones del artículo 328 de la Ley N* 18.719”. 


En otro orden de cosas, pensamos que tiene que haber una renovación de funcionarios. El 
SEMEJI, que tiene alrededor de 670 funcionarios, ha tenido muchas sombras a lo largo de su gestión. 
Creemos que sería oportuno otorgar a esta Comisión Delegada la facultad de reubicar funcionarios y 
designar nuevos. Ello figura en el tercer inciso del artículo 10, que expresa: “La Comisión Delegada 
podrá disponer o solicitar -según corresponda- por decisión propia o a sugerencia de la Gerencia 
General Ejecutiva, el traslado y la reubicación de funcionarios en o desde otros programas y proyectos 
del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay.” No se trata de echar funcionarios, sino de reubicarlos 
en otras dependencias del INAU, que tienen un gran número de programas. Se atiende a 60.000 
menores, de modo que hay lugares para que sean reubicados. Dentro de esta organización, esta es 
una de las tareas más complejas y me parece que se hace absolutamente imprescindible renovar a los 
guardias de seguridad, a los técnicos, a los educadores, a los médicos y a los psicólogos. Habría que 
darle a esa Comisión Delegada cierta flexibilidad para que pueda nombrar a estas personas, y mayor 
autonomía presupuestal, referida a ser ordenador primario de gastos e inversiones dentro de los límites 
de las asignaciones presupuestales correspondientes. Es decir, que pueda resolver por sí misma, sin 
tener que pedir autorización al Directorio del INAU cuando tenga que atender erogaciones que 
considere imprescindibles. La calidad de ordenador primario también fue una modificación que se hizo 
al anteproyecto. 


Esto era todo en cuanto a lo que se cambió del borrador del proyecto que presentó el 
Directorio del INAU. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Todo fue consensuado? 

SEÑOR MOREIRA.- Sí, fue todo consensuado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Ingresamos a la votación de los artículos. 

SEÑOR GAMOU.- Propongo que se elimine la lectura de los once artículos y que se vote en bloque. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay observaciones a ningún artículo en particular, así se hará. 


(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Queda aprobado el proyecto. 
Corresponde designar al miembro informante. 
SEÑOR GAMOU.- Propongo al señor Senador Michelini. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Gamou. 
(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 
Se designa al señor Senador Michelini como miembro informante del proyecto de ley. 


Antes de pasar al tercer punto del Orden del Día, que es el proyecto de ley por el que se crea 
el Registro Nacional de Huellas Genéticas, quiero celebrar con los integrantes de la Comisión la noticia 
de que nuestras dos Prosecretarias, las señoras Ana Verissimo y María Rinaldi, ganaron el concurso y 
ahora van a ser ascendidas a Secretarias, por lo que quizá no las tengamos más con nosotros. 


En consideración el proyecto de ley relativo al Registro Nacional de Huellas Genéticas. 


SEÑOR GAMOU.- He leído tres propuestas de modificación a este proyecto: una de ellas hecha por el 
señor Presidente de esta Comisión, con la contestación del doctor Cairoli -referida a la parte sustantiva 
del proyecto-, otra que concretamente refiere al tema penal, y también una que propuso el señor 
Senador Pasquet con respecto a este punto en particular. 


Hoy ya no tengo dudas de que el proyecto va a volver a la Cámara de Representantes. Creo 
que este tema es un muy interesante y como me parece que no corresponde que lo tratemos en cinco 
minutos, propongo que lo pasemos para una próxima reunión. 


Tengo entendido que hay otros dos proyectos que recién entraron, que básicamente están 
consensuados y sabemos que se van a aprobar. Propondría tratarlos sobre tablas; no obstante, como 
presumo que la semana entrante habrá otra sesión, esas iniciativas podrían ingresar el jueves y 
entonces tendríamos la posibilidad de analizarlas. Creo que una se aprobaría por unanimidad, con 
salvedades, mientras que la otra motivaría discusión, por lo que propongo, si se considera conveniente, 
que en la próxima reunión del martes tratemos los dos proyectos referidos a menores infractores y que 
con respecto al proyecto sobre creación del Registro Nacional de Huellas Genéticas dispusiéramos de 
una semana más para poder analizarlo y hablar dentro de la Bancada de las modificaciones 
propuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto al proyecto de ley relativo al Registro Nacional de Huellas Genéticas 
-que, por supuesto, incluiremos en el Orden del Día de la próxima sesión, tal como ha propuesto el 
señor Senador Gamou-, quiero simplemente hacer algunas precisiones para que los aspectos en 
cuestión queden claros en el estudio de la iniciativa. 


En primer lugar, quiero decir que hay una modificación del señor Senador Pasquet que creo 
que da mejor forma al instituto que se crea a través del artículo 1%. En segundo término, el doctor 
Cairoli cree más conveniente eliminar la referencia a los delitos y, en tercer lugar, la propuesta que 
realicé no es otra cosa que la incorporación al texto del proyecto de ley de las sugerencias que 
inicialmente formuló el doctor Cairoli, ya que creo que todas ellas son de carácter garantista en un 
tema que todos sabemos cuán delicado es. 


Sobre esta base estudiaríamos esta iniciativa en la próxima sesión. 


SEÑOR MICHELINI.- Consulto si la Secretaría puede confeccionar, para el próximo martes, un 
comparativo del proyecto de la Cámara de Representantes y las modificaciones propuestas por los 
diferentes Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese trabajo ya se hizo por parte de la Secretaría y será distribuido. 


Quiere decir que en la próxima sesión consideraríamos lo relativo a la Corte Electoral y el 
proyecto de creación del Registro Nacional de Huellas Genéticas. A su vez, está pendiente el tema del 
señor Senador Nin Novoa; quedamos en que se nos comunicaría la fecha más oportuna para votar, 
porque ya no hay nada más que hacer al respecto. 


SEÑOR GAMOU..- Pediría, señor Presidente, que en lo posible se nos permitiera comunicarle el jueves 
-día en que hay sesión- cuál sería, a nuestro juicio, la mejor fecha a esos efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay inconveniente en que se proceda de esa forma. 
(Dialogados.) 


También incluiríamos en el Orden del Día del próximo martes los dos proyectos de ley a los 
que hacía referencia el señor Senador Gamou, que seguramente ingresarán al Senado el jueves, día 
en que habrá una sesión extraordinaria. 


Finalmente, quiero consultar si estamos en condiciones de votar el punto cuarto del Orden 
del Día, que tiene que ver con la exoneración de las sanciones previstas por el no voto en las 
elecciones del Banco de Previsión Social. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


La Comisión ya ha decidido el Orden del Día de la próxima semana, por cuanto corresponde 
ahora considerar el asunto que figura en cuarto lugar. Se trata de la Carpeta N* 557/2011: “Elección de 
Directores del Banco de Previsión Social. Exoneración de las sanciones previstas por el artículo 21 de 
la Ley N* 16.241, de 9 de enero de 1992”. 


SEÑOR MOREIRA.- Solicito que se postergue la consideración de este asunto para la próxima sesión. 
(Apoyados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 1 minuto.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


